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3 ACTUACIONES DE LA DEFENSORÍA. QUEJAS Y CONSULTAS

3.1 Quejas

3.1.2 Temática de las quejas

3.1.2.2 Derecho a la educación.

3.1.2.2.2 Escolarización del alumnado

…

Para concluir con las novedades introducidas en el Decreto-ley 2/2021, de 2 de febrero, hemos de 
referirnos al alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo. Engloban este colectivo quienes 
requieran una atención educativa diferente a la ordinaria por presentar «retraso madurativo, por 
trastornos del desarrollo del lenguaje y la comunicación, por trastornos de atención o de aprendizaje, 
por desconocimiento grave de la lengua de aprendizaje, por encontrarse en situación de vulnerabilidad 
socioeducativa, por sus altas capacidades intelectuales, por haberse incorporado de forma tardía al 
sistema educativo o por condiciones personales o de historia escolar» (apartado 2 del artículo 31).

En este mismo ámbito destacamos la incidencia que el nuevo Decreto-ley realiza de los principios de 
calidad y equidad, principios indisociables en los que ha de basarse el Sistema educativo. Y así con el fin 
de asegurar la calidad educativa para todos y todas, la cohesión social y la igualdad de oportunidades, la 
Consejería competente en materia de educación garantizará una adecuada y equilibrada escolarización 
del alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo entre  los centros docentes sostenidos 
con fondos públicos, y dispondrá las medidas necesarias para evitar la segregación del alumnado por 
razones socioeconómicas o de otra naturaleza, garantizando los recursos personales y económicos 
necesarios a los centros para ofrecer dicho apoyo. Asimismo, establecerá las medidas que se deban 
adoptar cuando se concentre una elevada proporción de alumnado de tales características en un centro 
educativo, que irán dirigidas a garantizar el derecho a la educación en condiciones de igualdad a todos 
los alumnos y alumnas.

En cuanto a la escolarización del alumnado con necesidades educativas especiales que por sus especiales 
características o grado de discapacidad no puedan ser debidamente atendidos en centros ordinarios y 
precisen por ello de un centros de educación especial, se establece que sus representantes legales 
han de ser «preceptivamente informados y oídos» (apartado 1 del artículo 33). Para esta alumnado la 
Administración educativa se encuentra obligada a reservar hasta el final del periodo de matrícula un 
máximo de tres plazas por unidad en los centros públicos y privados concertados.

…

3.1.2.2.4 Servicios educativos complementarios

…

Respecto a otro de los servicios complementarios, el transporte escolar, hemos recibido quejas 
respecto de las condiciones en las que se presta el servicio al alumnado escolarizado en centros 
de educación especial.

Sobre este asunto, en febrero de 2021, formulamos a la Dirección General de Planificación y Centros una 
Recomendación para que adoptara las medidas que fueran necesarias a fin de garantizar al alumnado 
usuario del servicio de transporte escolar de un centro específico de educación especial de la provincia de 
Sevilla, que en todos los trayectos se cumplieran las medidas de distancia interpersonal recomendadas 
por las autoridades sanitarias para evitar el contagio y propagación del SARS CoV-2, así como cualquier 
otra medida adicional que refuerce la protección de este alumnado.
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Ciertamente, en el asunto que nos ocupa, nos encontramos con un espacio cerrado -autobús- en el que 
los usuarios -el día que menos 20, más el conductor y la monitora- no guardaban en ningún caso la 
medida de separación interpersonal de 1,5 metros, ni tampoco en muchos casos pueden hacer uso de la 
mascarilla por su situación de discapacidad y por sufrir, en muchos casos, trastornos graves de conducta. 
Sin embargo, nuestra Resolución fue rechazada por el centro directivo (queja 20/5970).

Por fortuna, la respuesta no fue la misma en el asunto que seguidamente 
describimos: el transporte utilizado para el alumnado afectado por discapacidad 
no disponía de aire acondicionado, no funcionaban las ventanillas -ni siquiera 
la del conductor-, la trampilla para subir las sillas de ruedas la mayoría de 
veces no funcionaba, la ventana del techo estaba rota y entraba agua cuando 
llovía, la mayoría de cinturones no enganchaban, y había asientos sueltos que 
algunos padres habían tratado de sostener con cuerdas.

Panorama, desde luego, inaceptable. Pero tan obvio era que desde la Agencia 
Pública Andaluza de Educación se nos informó de que en orden a subsanar 
las deficiencias, se iba a realizar una nueva licitación para contratar un nuevo 
vehículo que  cumpliera  con  las  condiciones especificadas en  los pliegos de 
contratación y que debía estar en perfecto estado, para lo cual sería revisado 
previamente al inicio del presente curso (queja 21/3873).

…

Por último, aludimos al servicio complementario de servicio de interpretación de lengua de signos 
española. En el informe de 2020 señalamos que la decisión de cerrar los centros educativos tras la 
declaración del estado de alarma no fue acompañada de los apoyos necesarios para que el alumnado 
afectado por algún tipo de discapacidad pudiera continuar su proceso de aprendizaje. Así ocurrió con 
el alumnado afectado por discapacidad auditiva al que, en dicho periodo de tiempo no se les facilitó el 
apoyo de los profesionales de intérpretes de lengua de signos.

Estos profesionales son contratados a través de la adjudicación de la prestación del servicio a la 
empresa con la que mantienen la relación laboral, y la Junta de Andalucía decidió durante la etapa 
de confinamiento que no se desarrollarían los servicios externalizados, de manera que, sin distinción 
alguna, equiparó los que podían ser considerados prescindibles durante el estado de alarma -como el 
comedor, el aula matinal o el transporte escolar-, con los que son irrenunciables, como la interpretación 
de la lengua de signos española, tal como se concibe en la Ley 11/2011, de 5 de diciembre, por la que 
se regula el uso de la lengua de signos española y los medios de apoyo a la comunicación oral de las 
personas sordas, con discapacidad auditiva y con sordoceguera en Andalucía.

En  este  contexto,  iniciamos  una  investigación  de  oficio  ante  la  Consejería  de  Educación  y  Deporte, 
comprobando que, efectivamente, el alumnado con discapacidad auditiva no estaba recibiendo el apoyo 
de los profesionales señalados (queja 20/2615).

El problema no pudo solventarse porque, según argumentaba la Agencia Pública Andaluza de Educación, 
para la prestación telemática de dicho servicio hubiese sido necesario formalizar nuevos contratos con 
las empresas adjudicatarias, ya que a estas se les tendría que haber facilitado determinados medios de 
teletrabajo para su personal cuyo coste no se incluía en los contratos iniciales.

Las funciones del profesional de Intérprete de Lengua de Signos (ILS) resulta esencial para el alumnado 
afectado por discapacidad auditiva. En efecto, es el recurso específico que permite eliminar las barreras 
de comunicación con las que se encuentra el alumnado sordo o con discapacidad auditiva en sus distintos 
niveles, facilitando la comunicación e información entre sordos y oyentes, posibilitando el acceso 
a la enseñanza en igualdad de condiciones. Su trabajo implica la realización de una interpretación, 
directa o inversa, en todas las situaciones de comunicación, tanto en situaciones de aprendizaje formal 
como informal; la preparación de las materias que debe interpretar en coordinación con los tutores y 
profesorado, e incluso tutorizar las prácticas del alumnado de los Ciclos Formativos de interpretación de 
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https://defensordelmenordeandalucia.es/pedimos-que-se-adopten-las-medidas-de-distancia-interpersonal-en-el-servicio-de-transporte-escolar
https://defensordelmenordeandalucia.es/contratan-un-nuevo-vehiculo-para-el-transporte-de-los-ninos-y-ninas-de-un-centro-de-educacion
https://defensordelmenordeandalucia.es/nos-interesamos-por-las-medidas-para-garantizar-que-el-alumnado-sordo-siga-recibiendo-el-apoyo-de
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la Lengua de Signos Española. Por lo tanto, sus funciones no son únicamente asistenciales, sino también 
educativas, si bien los ILS no forman parte, técnicamente, del personal docente.

Son muchos los instrumentos jurídicos que desde el ámbito internacional, nacional y autonómico 
reconocen el derecho a la educación de las personas con discapacidad en igualdad de condiciones que el 
resto de la ciudadanía, abogando, además, por una educación inclusiva y de calidad. Estos mismos 
instrumentos obligan a los poderes públicos a adoptar medidas y acciones eficaces para hacer realidad 
en el ámbito educativo el principio integrador.

Teniendo en cuenta lo señalado, por lo tanto, no podíamos compartir el criterio 
que siguió la Consejería de Educación y Deporte respecto de la equiparación 
del servicio de interpretación de lengua de signos con el resto de servicios 
complementarios. Ciertamente, mientras que estos se ponen a disposición 
de las familias y alumnado que pudiera necesitarlos, la utilización o el apoyo 
del intérprete de lengua de signos no es una opción elegible para el alumno 
o alumna con discapacidad auditiva, sino una necesidad irrenunciable.

Es por esta misma razón que hemos trasladado a la Consejería señalada 
nuestra discrepancia con la aprobación del Decreto 231/2021, de 5 de 
octubre, por el que se establece el servicio complementario de apoyo y 
asistencia para alumnado con necesidades educativas especiales por parte 

del profesional técnico de integración social y de interpretación de lengua de signos española y se 
regulan las condiciones para su prestación, autorización y gestión, ya que, como en su mismo enunciado 
se señala, se asienta el criterio de la complementariedad de unos servicios que resultan del todo 
esenciales.

No obstante, esperamos que, a pesar de ello, el alumnado sordo, con discapacidad auditiva y sordociego, 
no se vea privado en ninguna de las circunstancias que pudieran concurrir -tal como fue la suspensión 
de la docencia presencial durante el estado de alarma y confinamiento de la población- del servicio de 
interpretación de lengua de signos española, único medio a través del cual se garantiza la integración 
social de este alumnado y el pleno ejercicio de su derecho constitucional a la Educación.

3.1.2.2.5 Equidad en la Educación

La equidad en la Educación hace referencia al tratamiento igualitario, en cuanto al acceso, permanencia 
y éxito en el Sistema educativo para todas las personas, sin distinción de género, etnia, religión, condición 
personal, social, económica o política. Significa garantizar el efectivo ejercicio del derecho fundamental 
a la Educación consagrado, entre otros instrumentos jurídicos, en la Declaración de Universal de los 
Derechos Humanos y en nuestra Constitución Española.

A continuación se reseñan algunas de las principales intervenciones realizadas por la Defensoría para 
garantizar el ejercicio del derecho a la Educación del alumnado andaluz que, bien por sus circunstancias 
personales o bien por sus circunstancias sociales, se encuentra en una situación de desventaja en el 
acceso, permanencia, o promoción en el Sistema educativo andaluz.

Teniendo en cuenta lo anterior, en este subapartado diferenciaremos las medidas de equidad en los dos 
grupos: Educación especial y Educación compensatoria.

a) Educación especial

En las sucesivas memorias anuales que esta Institución presenta al Parlamento, en relación con los 
aspectos que afectan al derecho a la Educación, destacan por sus valores intrínsecos todos los temas 
que abordan la Educación especial, es decir, aquella parte del Sistema educativo que atiende la respuesta 
que ofrecen las políticas públicas dirigidas a la población con capacidades diversas en el particular 
ámbito de sus actividades educativas.

El conjunto de nuestro ordenamiento jurídico especial ha construido un principio básico que responde 
coherentemente al alcance universal del derecho a la Educación recogido por el artículo 27 de la 
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Constitución y 52 del Estatuto de Autonomía. Dicho principio define la  inclusión escolar como piedra 
angular sobre la que se desarrolla todo el repertorio de actuaciones que persiguen, sencillamente, 
hacer efectivo que ese derecho universal acoja con decisión y solvencia al alumnado con necesidades 
educativas especiales.

La actividad de la Defensoría durante este ejercicio de 2021 se ha centrado, en una gran parte, en 
analizar los conflictos que nacen de la vida cotidiana de muchas familias a la hora de hacer efectiva la 
presencia normalizada de sus hijos con capacidades diversas en su faceta educativa. En esta ocasión 
queremos destacar varias tipologías de queja que han sido atendidas desde la Institución.

Nos detenemos en una situación tan frecuente como carente de respuestas 
correctivas. Nos referimos a los retrasos en los Equipos de Orientación 
Educativa (EOE) para realizar en términos eficaces su delicado trabajo 
de estudiar y diagnosticar las trayectorias educativas de este alumnado con 
singulares capacidades. Estos equipos de profesionales definen las necesidades 
de los niños y niñas con discapacidad a la hora de incorporarse a su vida escolar, 
y en las sucesivas etapas, lo que permite un seguimiento y una adaptación de los 
recursos y atenciones que estos niños merecen en sus desempeños escolares. 
Se trata de una función sumamente delicada y no exenta de dificultades que 
acapara la atención de las familias y de los profesionales que acogerán a estos 
alumnos en los centros educativos en los que se escolarizan.

Pues bien, persisten las quejas por retrasos o discrepancias con los diagnósticos 
y dictámenes que se elaboran, tal y como recogen las quejas 20/1111, queja 
21/7280, queja 21/3123, queja 21/4471, queja 21/4627, queja 21/4863 
o queja 21/8184. Persisten dificultades para dotar de los recursos profesionales 

necesarios que permitan atender estos trabajos que suponen la definición y el diseño de los modelos de 
inserción escolar de estos alumnos.

Nos encontramos con una insuficiencia de plantillas diseñadas, bajas que no son cubiertas con agilidad, 
retrasos acumulados que dilatan estos trabajos y otros problemas que exigen una atención singular. Con 
resultado desigual en la conclusión de estas quejas, debemos reiterar la importancia estratégica del 
buen funcionamiento de los EOE, porque son quienes elaboran las trayectorias educativas de estos 
alumnos y alumnas y asumen un papel fundamental en la definición de los recursos de atención que se 
deben ofrecer desde los centros educativos donde se escolarizan y que van a disponer sus capacidades 
de respuesta para la atención educativa inclusiva y de calidad que merecen estos niños.

En otro tipo de situaciones, señalamos también el recurrente problema 
de la asignación de recursos y medios profesionales en sus distintas 
especialidades para el alumnado con capacidades diversas. Hemos de 
señalar que este tipo de quejas suelen tener una iniciativa colectiva a través de 
las AMPA o grupos de profesionales de los centros que demandan la dotación 
de plazas adecuadas para atender las necesidades de este alumnado.

Un aspecto llamativo de la tramitación de este tipo de quejas es la aparente 
contradicción que se sustancia entre la demanda de las familias afectadas y 
la descripción de los recursos disponibles que nos ofrece la administración 
educativa. De tal manera se expresa esta disparidad de relatos que una parte 
de las actuaciones sobre las que versa la intervención de esta Institución 

consiste en dilucidar la entidad del conflicto y procuramos analizar si estamos ante casos de falta de 
dotación de recursos para la atención del alumnado, o si se trata de una carencia de previsión en la 
planificación y diseño de dichas necesidades.

Nos nos cansamos de señalar que la Institución procura realizar un ponderado ejercicio de sus atribuciones 
a la hora de posicionarnos en nuestras Resoluciones demandando más recursos o ampliación de personal, 
porque somos conscientes de que no resulta tarea fácil dar respuesta a estas medidas.
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https://defensordelmenordeandalucia.es/finalmente-consiguio-el-informe-para-que-su-hija-tuviera-un-apoyo-de-audicion-y-lenguaje
https://defensordelmenordeandalucia.es/no-se-aprecia-retrasos-del-equipo-de-orientacion-educativa-en-el-informe-y-diagnostico-su-hija
https://defensordelmenordeandalucia.es/finalmente-el-centro-educativo-le-hizo-un-estudio-a-su-hijo-con-trastorno-de-espectro-autista
https://defensordelmenordeandalucia.es/logra-la-ayuda-del-equipo-de-orientacion-educativa-para-su-hijo-con-altas-capacidades
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Ciertamente cualquier demanda de ampliación de la atención que se presta al alumnado con necesidades 
específicas  de  apoyo  educativo  se  debe  encontrar  plenamente  justificada,  especialmente  en  épocas 
como las actuales de contención del gasto público. Por ello, a partir de la constatación de una carencia 
del servicio prestado a través del estudio y la investigación de cada caso, no podemos eludir nuestra 
posición institucional y procedemos, con todos los argumentos que se exponen en nuestras Resoluciones, 
a requerir las medidas de apoyo que resulten necesarias.

Del mismo modo, debemos reseñar que también se han producido avances ante concretos conflictos en 
los que la respuesta de la administración educativa ha sido colaboradora y ha aceptado las posiciones 
que le dirigimos para atender las medidas de refuerzo o dotación de profesionales que se requirieron 
desde esta Defensoría (queja 20/7364 y queja 20/8379).

Precisamente, para estructurar las medidas prescritas de escolarización del alumnado con necesidades 
educativas especiales, hemos valorado acometer una actuación de oficio para estudiar el sistema de 
asignación de recursos y medidas al alumnado con la intención de avanzar en una definición más precisa 
y detallada de las especialidades de atención y régimen de prestaciones que se prescribe para cada niño 
o niña. De sus resultados pretendemos dar cuenta en próximos informes (queja 21/8805).

Mientras, debemos reconocer que la realidad a la que nos enfrentamos ofrece frecuentes supuestos de 
dificultades de este alumnado en muchas parcelas en la vida del centro ya sea docente o de tipo 
extraescolar (una excursión, visita, actividad lúdica, o de cualquier naturaleza) por falta de un refuerzo 
de personal, lo que no favorece el principio de inclusión que se preconiza hacia estos menores.

Para exponer el análisis global que hemos desempeñado en esta labor de programación y diseño de 
las políticas de dotación de personal para el alumnado con necesidades especiales nos remitimos a la 
resolución a propósito de la queja presentada por una organización sindical de la provincia de Cádiz 
(queja 20/1971). En dicha resolución nos centramos en solicitar que se evaluara la ordenación de los 
recursos de Profesionales Técnicos de Integración Social (PTIS), destinados a la atención del alumnado 
con necesidades educativas especiales en la provincia de Cádiz y que se promoviera, en su caso, los 
refuerzos o ajustes que resulten adecuados para la cobertura del servicio educativo de integración de 
este alumnado.

Sin embargo, la respuesta de la Administración educativa se limitaba a argumentar la realización de los 
refuerzos o ajustes que se han considerado adecuados para la cobertura del servicio educativo de 
integración de este alumnado, en el marco de las disponibilidades presupuestarias existentes. Las 
argumentaciones que se expresaban en la resolución pretendían obtener un posicionamiento motivado 
de la Delegación a fin de conocer los argumentos de la Administración para no atender a lo solicitado en 
la resolución. Unos argumentos que, a todas luces, persiguen despertar el debate o el intercambio de 
posiciones con la mera intención de procurar mejor atención al alumnado y mejorar el servicio educativo 
prestado.

Ante la renuncia a un debate más argumentado, esta Institución lamenta la escasa receptividad de 
la Administración para ofrecer su respetable divergencia ante la resolución dirigida, en una actitud 

que viene siendo cada vez más frecuente con motivo de variados expedientes 
de queja que se tramitan ante la Consejería de Educación y Deporte y que 
reiteran las mismas y permanentes carencias de profesionales técnicos de 
inclusión social (PTIS) sin obtener las medidas correctivas necesarias.

En resumen, y como decíamos al comienzo, el hondo concepto de incorporación, 
normalización e inclusión de estos niños y niñas en su natural entorno 
educativo se resiente y daña si no dotamos este esfuerzo integrador con los 
recursos que se definen por los equipos técnicos.

En consecuencia, esta Defensoría considera que la administración educativa 
debe dar una respuesta adecuada y coordinada a las necesidades específicas 
de los alumnos que las necesiten integrados en el sistema educativo, dotando 
a los centros docentes sostenidos con fondos públicos de estos recursos, 
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(educadores y profesionales de apoyo o fisioterapeutas, logopedas, pedagogos terapeutas, maestros de 
audición y lenguaje, educadores de educación especial y de apoyo, o de personal de enfermería, etc.) 
durante toda la jornada lectiva, con la finalidad última de mejorar las condiciones de vida de los menores 
así como su plena integración en el medio escolar, y con el objetivo del principio de igualdad consagrado 
en el artículo 14 de la Constitución Española.

b) Educación compensatoria

En cuanto a la Educación compensatoria, las quejas se refieren principalmente a las becas y ayudas 
al estudio. Dentro de esta realidad se destaca de manera insistente dos cuestiones diferenciadas; por 
un lado, disconformidad con las denegaciones de las ayudas por entender los solicitantes que han 
reunido los requisitos necesarios para el acceso a la ayuda en cuestión (quejas 21/0556, 21/1150, 
21/3497, 21/2363, 21/2431, 21/2721); y, por otro, denuncia por la demora en el pago de las becas 
(quejas 21/0277, 21/1660, 21/1661, 21/1662, 21/1663, 21/1671 y otras tantas más), con los 
consiguientes perjuicios para las familias más vulnerables, en general, y en particular, cuando el retraso 
en el pago afecta al alumnado con necesidades educativas especiales.

En relación a esta última cuestión, en 2020 expusimos a la Dirección General 
de Atención a la Diversidad, Participación y Convivencia Escolar que, teniendo 
en cuenta el retraso con el que se producían los pagos de las ayudas para el 
alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo, parecía necesario 
que se implementaran todas aquellas medidas para que dichos pagos se 
pudieran realizar a principio del curso. Y es que estas ayudas destinadas a 
pagar terapias del alumnado se venían abonando muy avanzado el curso, e 
incluso, en alguna ocasión, cuando casi estaba concluyendo, con lo que los 
beneficios de aquellas perdían la eficacia que se pretende (queja 20/1575).

Tras nuestra intervención fuimos informados de que, como novedad para 
Ia  convocatoria  de  ayudas  para  alumnado  con  necesidad  especifica  de  apoyo  educativo,  se  había 
implementado para el curso 2020-2021 en Ia aplicación Séneca un módulo de Educación Especial para la 
generación y firma de certificados de estas ayudas, en el cual se establece la generación y permanencia 
de los certificados de los centros docentes orientadores e inspectores y se facilita a las Delegaciones 
Territoriales su accesibilidad para el estudio y grabación de las solicitudes.

Dicha implementación había podido ser efectiva en una primera fase y se completaría para el total 
de solicitudes para el curso 2021-2022, con lo que podían reducirse los plazos para su grabación y 
propuesta de pago, previéndose que esto permitiría que el pago se pueda realizar antes de la finalización 
del año en el que se produzca la convocatoria, es decir, antes de que concluya el primer trimestre del 
curso.

También en relación a  las ayudas para el alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo 
hemos recibido quejas en las que se ponía de manifiesto cierto error por parte de las familias en la 
interpretación de los requisitos exigidos para ser beneficiario en la convocatoria para el curso 
2021-2022. En todas estas quejas, sus promotores tenían la creencia, errónea, de que para poder 
obtener la ayuda era necesario aportar un certificado de discapacidad, argumentando ser una injusticia 
el que se dejara fuera de la convocatoria a aquellos alumnos y alumnas que, teniendo necesidades 
educativas especiales, no tuvieran declarada formalmente una minusvalía.

Sin embargo, y así se lo explicamos, comparando las convocatorias para el curso 2020-2021 con la del 
curso anterior, en ambos casos, conforme a los respectivos apartados 4 del artículo 2.A, el certificado 
de discapacidad de al menos un 33% solo se exige al alumnado discapacitado, siendo la única diferencia 
entre ambas convocatorias que si bien en la correspondiente al curso 2020-2021 se eximía de su 
presentación a quien ya lo hubiera aportado en el curso anterior, en la convocatoria para el curso 2021-
2022 también tendrá que ser aportado aun en el caso de que ya se hubiera hecho para el curso 2020-
2021
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Por lo tanto, al alumnado no discapacitado, lo que se le sigue exigiendo es la aportación del certificado 
del equipo de orientación educativa y psicopedagógica o del departamento de orientación dependientes 
de la administración educativa correspondiente que acrediten que el alumno o alumna padece trastorno 
grave de conducta o trastorno grave de la comunicación y del lenguaje asociado a necesidades educativas 
especiales.

En cuanto a otro tipo de ayudas y becas al estudio, un significativo número 
de reclamaciones están relacionadas con la Beca 6000, persistiendo 
aquellas  que  se  refieren  a  la  lentitud  con  la  que  se  vienen  resolviendo  los 
recursos de reposición contra las resoluciones denegatorias (queja 21/2954, 
queja 21/5421 y queja 21/3654, entre otras).

Pero también en este asunto hemos de celebrar que, en los primeros meses de 
2021, se aprobara un segundo plan de choque, lo que suponía el incremento 
temporal de la plantilla del servicio de becas de la Dirección General de 
Atención a la Diversidad, Participación y Convivencia Escolar dedicado a la 
resolución de los recursos en siete técnicos con titulación universitaria y cinco 
administrativos.

Tras un seguimiento de este asunto, la última información recibida del centro directivo es que con estos 
nuevos efectivos se han resuelto aproximadamente unos 1.000 recursos de los que estaban pendientes, 
lo que unido a los resueltos por el personal de plantilla del Servicio casi se ha duplicado el número de 
recursos que se han resuelto en 2021, habiéndose solicitado ya la prórroga del Plan o, en su caso, la 
aprobación de uno nuevo.

3.1.2.2.7 Enseñanzas en Régimen Especial

La ausencia de adaptaciones a las pruebas de acceso, así como el establecimiento de un cupo de 
reserva para alumnos o alumnas con discapacidad, en las Enseñanzas de Régimen Especial de 
Música, Danza y Arte Dramático han constituido el principal motivo de queja en esta materia. Se trata 
de un asunto que viene siendo objeto de análisis por esta Defensoría desde hace varios ejercicios y que, 
hasta la fecha, no se ha resuelto a pesar de los compromisos asumidos por la Administración educativa.

En esta ocasión, la interesada nos relataba que su hija, con un grado de 
discapacidad del 65%, además de recibir tratamiento de salud mental por 
ansiedad y pánico -lo que le impide vivir de manera independiente-, a pesar de 
haber obtenido en la prueba de acceso al grado superior de música una nota de 
7.35, no se le había permitido el acceso al Conservatorio prioritario solicitado 
y que se encuentra en la misma ciudad en la que viven. Paradójicamente, 
en el caso de que hubiera existido un cupo de reserva para el alumnado con 
discapacidad, sí hubiera podido acceder. En cualquier caso, siendo inviable, 
por sus problemas de salud mental, su traslado al Conservatorio en el que 
sí había obtenido plaza situado en otra provincia, no pudo continuar con su 
proceso formativo (queja 21/5641).

Como decimos, la no existencia de cupo de reserva de plazas para personas 
con discapacidad, así como la no adaptación de las pruebas de acceso, ha sido 

abordada en anteriores ocasiones por esta Institución desde tiempo atrás, pudiéndonos remontar a los 
años 2015 y 2019, cuando formulamos la Sugerencia de que se realizaran las modificaciones normativas 
que fueran necesarias para subsanar esta grave deficiencia y la misma fue aceptada.

En el año 2021 hemos vuelto a reiterar el cumplimiento de nuestra resolución, habiendo sido informados 
por la Dirección General de Ordenación y Evaluación Educativa que, en la actualidad, la Secretaría 
General Técnica de Consejería de Educación y Deporte está elaborando la nueva orden de admisión que 
regulará las pruebas de acceso a las enseñanzas artísticas superiores y la admisión del alumnado en los 
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centros públicos que imparten estas enseñanzas, en la que se incluirá un apartado sobre la reserva de 
cupo para el alumnado con discapacidad.

No obstante, nada se nos ha informado sobre esta misma cuestión pero referida a enseñanzas 
elementales y profesionales, por lo que hemos vuelto a dirigir solicitud de información al centro directivo, 
interesándonos sobre las actuaciones que se hayan llevado a cabo en orden a dar cumplimiento a 
la resolución que en su día  fue aceptada, en el sentido de proceder a  las modificaciones normativas 
necesarias a fin de que se incluya la obligación de los conservatorios elementales y profesionales de 
adaptar las pruebas de acceso a las citadas enseñanzas al alumnado con discapacidad, además de que 
se contemple en los procesos de acceso y admisión la reserva de un cupo de plazas específicas para 
dichos alumnos y alumnas.

3.1.2.3 El hogar en que residen las personas menores de edad.

3.1.2.3.2 Movilidad en condiciones de seguridad, accesibilidad universal y otras cuestiones 
urbanísticas

Muchas y variadas cuestiones son las que se plantean a esta Defensoría en las que directa o indirectamente 
hay personas menores afectadas por problemáticas que atañen a derechos tales como el de movilidad 
en condiciones de seguridad, accesibilidad universal,  y, en definitiva, a un nivel de vida adecuado en 
todos los órdenes.

Así, por ejemplo, en materia de tráfico y su ordenación, adquieren una 
singular relevancia las quejas relacionadas con el deficiente ejercicio 
de las competencias municipales en materia de ordenación del tráfico 
pues en opinión de las personas que acuden solicitando nuestra ayuda, no se 
garantiza adecuadamente la seguridad vial para los peatones, en especial para 
las personas que deben ser objeto de una mayor protección como menores, 
mayores o con algún tipo de discapacidad para que puedan transitar por las 
vías urbanas o por algún tramo de carretera entre poblaciones, en condiciones 

de la mayor seguridad para su integridad física.

En estas quejas los ayuntamientos afectados suelen responder positivamente adoptando medidas 
adecuadas que nos permiten valorar que el asunto planteado va a tener solución, (queja 20/3812 y 
queja 20/6486).

No obstante, en otras ocasiones y a pesar de haber emitido una resolución con Recomendaciones nos 
hemos visto obligados a dar por concluidas nuestras actuaciones y efectuar una mención expresa del 
caso en nuestra memoria anual del Defensor del Pueblo Andaluz por no haber obtenido respuesta 
municipal alguna de carácter positivo. Tal ha sido el supuesto de las quejas 18/5833, y 16/1510, 
ambas concluidas en 2021 tras una larga y dilatada tramitación que ha dado lugar, como decíamos, a su 
inclusión en el Informe Anual.

En la última de estas, queja 16/1510, la cuestión que se planteó se refería a la disconformidad de la 
persona promotora con la ubicación de paradas de transporte público de viajeros de autobuses tanto 
urbanos como metropolitanos de Granada en lugar cercano a un centro escolar, precisamente por el 
potencial peligro que ello suponía para el alumnado que a diario tenía que transitar por la zona.

En el curso de su tramitación esta Institución formuló resolución dirigida al ayuntamiento de Granada 
en la que efectuamos Recomendación “para que por parte del mismo se realizasen cuantas actuaciones 
fueran necesarias con objeto de que, tras los años transcurridos, y en caso de confirmarse la procedencia y 
necesidad del traslado de las paradas en cuestión, se acordase la nueva ubicación que resultara más idónea 
para los intereses generales y que su traslado sea efectuado sin nuevas demoras, evitando así los problemas 
de ruido, contaminación y molestias que la situación suponía para la comunidad escolar del CEIP …”.

Como respuesta a esta resolución, el Ayuntamiento nos remitió escrito del que se desprendía que 
lo relativo a las paradas de autobuses urbanos había quedado resuelto, no así las de transporte 
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metropolitano, de cuyo contenido dimos cuenta a la persona promotora de la queja para que formulara 
alegaciones. Con ellas, y con objeto de determinar si, en definitiva, había quedado aceptada la citada 
Resolución nos dirigimos nuevamente a dicho organismo interesando que nos informara de los avances 
que se registraran en el traslado de las restantes líneas de transporte metropolitano de la calle afectada, 
exponiendo el plazo aproximado en que podría culminarse dicha actuación.

Desde entonces, esta Institución ha querido conocer la resolución que finalmente se adoptara, pero todas 
nuestras gestiones han resultado infructuosas, como hemos comentado anteriormente, por lo que para 
esta Institución esa falta de respuesta significa, en definitiva, que no se ha aceptado nuestra resolución, 
pues desconocemos qué medidas finalmente ha adoptado el Ayuntamiento citado con aquella finalidad.

En materia urbanística suele ser la preocupación por la seguridad de personas, entre ellas de 
personas menores, y de bienes, el motivo de dirigirse en demanda de ayuda a esta Institución ante 
lo que consideran pasividad municipal en el ejercicio de sus competencias urbanísticas en materia de 
seguridad, salubridad y ornato público; en otros casos, el mal estado del acerado, la ausencia del mismo 
o de paso de peatones o su insuficiencia, en zonas aledañas a servicios públicos como los centros 
escolares o la carencia de suministros básicos como el domiciliario de agua potable en viviendas aisladas 
o en parcelaciones o urbanizaciones en suelo no urbanizable, son la causa de solicitud de intervención 
de esta Institución (quejas 21/6260, 21/6571, 21/6700, 21/7100, 20/4024, 20/4153 entre otras, aún 
en curso de tramitación).

3.1.2.5 Derecho a la protección en el seno familiar

3.1.2.5.1 Conflictos en el seno de la familia

…

Por su parte en la queja 21/4298 una madre, inmigrante rumana, tuvo finalmente que acudir al juzgado 
y presentar una demanda de modificación de las medidas reguladoras de la ruptura de relación entre 
progenitores, para que de este modo le fuese conferida la facultad de tramitar, sin necesidad de contar 
con la aquiescencia del padre, determinada documentación necesaria para que su hijo pueda disponer 
de pasaporte que lo identificase.

…

3.1.2.5.3 Menores de edad cuyas madres han sufrido violencia de género

Haremos mención a dos quejas en las que el asunto planteado o bien afectaba de lleno a la persona 
menor de edad o bien de forma indirecta, en materia tan sensible como la relativa a la violencia de 
género, tristemente de rabiosa actualidad.

En la primera de estas quejas, 20/1720, la interesada planteaba la necesidad 
de que se la reconociera formalmente como mujer víctima de violencia de 
género y se le acreditara tal circunstancia para poder acceder a las ayudas 
económicas públicas previstas en el sistema integral de protección de este 
tipo de víctimas, al tener que satisfacer las necesidades básicas de la persona 
menor a su cargo. El problema era que no podía acreditar tal circunstancia 
a través de los medios documentales previstos para ello en la normativa 
vigente lo que nos llevó a formular resolución queja 20/1720 consistente 
en recomendación y sugerencia que puede consultarse en nuestra página web.

A la vista de la respuesta recibida del Instituto Andaluz de la Mujer hemos dado 
por concluidas nuestras actuaciones al considerar que, en líneas generales, la resolución formulada ha 
sido aceptada a falta del desarrollo reglamentario futuro que se sugería.

En la queja 21/1643, la interesada en representación de su hija menor de edad nos exponía que había 
solicitado al Instituto Andaluz de la Mujer (IAM) subvención en régimen de concurrencia no competitiva 
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de una ayuda económica para mujeres víctimas de violencia de género que acrediten insuficiencia de 
recursos y especiales dificultades para obtener un empleo, pues según manifestaciones de  la propia 
interesada su hija carece de empleo y no recibe el tratamiento que necesita.

La ayuda se solicitó para la convocatoria correspondiente a 2020 a través del Centro de Información a 
la Mujer de un ayuntamiento, hacía ya tres meses, sin que aún tuviera noticias de la misma ni se hubiera 
emitido resolución al respecto.

En fecha 12 de mayo de 2021, se recibe informe de ese Instituto mediante el que se nos comunica que 
se ha resuelto desestimar la solicitud formulada, mediante resolución de fecha 6 de abril del actual, 
en base a no acreditar el requisito establecido en el apartado 4,a) 2°b), «no acreditar la situación de 
violencia de género en la forma legalmente establecida.»

La ayuda solicitada por la interesada en representación de su hija menor de edad, viene contemplada 
y regulada en la Orden de 28 de junio de 2016, por la que se aprueban las bases reguladoras para 
la concesión de subvenciones por el Instituto Andaluz de la Mujer, en régimen de concurrencia no 
competitiva, Línea 2, en base a la cual, en concreto conforme al apartado 4,a) 2° b), le ha sido denegada, 
por no cumplir los requisitos establecidos en el mismo, en lo que atañe a la acreditación de la situación 
de violencia de género conforme a la forma legalmente establecida.

No obstante, la resolución desestimatoria del Instituto no concreta ni cita de manera expresa por qué 
o en qué aspecto no se acredita la condición de víctima de violencia de género, máxime teniendo en 
cuenta que la hija de la promotora de la queja, ha sido reconocida como víctima de delito de abuso 
sexual a una menor mediante sentencia condenatoria firme.

A este respecto, consideramos que la resolución desestimatoria aludida adolece de falta de motivación 
al incumplir el artículo 35. 1 apartados a) e i) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, según el cual serán motivados, con sucinta 
referencia de hechos y fundamentos de derecho, los actos que limiten derechos subjetivos e intereses 
legítimos y los que se dicten en el ejercicio de potestades discrecionales, así como los que deban serlo 
en virtud de disposición legal o reglamentaria expresa.

Máxime cuando la interesada insistía en que su hija tenía derecho a acceder a dicha ayuda al estar 
contemplado el supuesto de violencia sexual en la reforma efectuada de la Ley andaluza de Violencia 
de Género 13/2007, por la Ley 7/2018 que amplió el concepto de víctima de violencia de género en 
similares términos a los previstos en el Convenio de Estambúl.

A este respecto esta Institución estima que la interesada hubiera tenido derecho a que de forma 
pormenorizada se la hubiera informado de que a pesar de esta reforma, al tratarse la ayuda solicitada 
de una ayuda estatal prevista en la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Protección Integral 
contra la violencia de género, solo puede ser concedida a las mujeres víctimas de violencia de género 
que encajen en la definición del concepto que efectúa la Ley Orgánica, esto es «La presente Ley tiene 
por objeto actuar contra la violencia que, como manifestación de la discriminación, la situación de 
desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres, se ejerce sobre éstas por 
parte de quienes sean a hayan sido sus cónyuges o de quienes estén o hayan estado Iigados a ellas por 
relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia.»

En vista de ello emitimos resolución al Instituto Andaluz de la Mujer, recordándole el deber legal de 
observar los preceptos mencionados y recomendándole que se revise la resolución denegatoria de la 
solicitud de ayuda formulada por la interesada en nombre y representación de su hija menor de edad 
y se concrete la motivación con el grado de especificidad necesaria en base a la que pueda conocer de 
forma indubitada las razones o motivos de la denegación, incorporando los fundamentos de derecho en 
los que ha de sustentarse la misma.

El IAM si bien se argumenta el motivo de la denegación de la solicitud de subvención, que es acorde a 
derecho, no podemos concluir que la resolución haya sido aceptada, pues entendemos que esa misma 
argumentación debió incluirse en el texto de la decisión desestimatoria, a efectos de que la interesada 
hubiera podido conocer de forma indubitada las razones o motivos de la denegación, dado que la 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/por-que-le-deniegan-a-su-hija-ayuda-para-mujeres-victimas-de-violencia-de-genero-por-ser-menor
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resolución que nos ocupa solo se ciñó a efectuar una somera referencia al precepto legal a cuyo amparo 
la subvención solicitada no podía ser concedida.

3.1.2.6 Derecho a recibir protección de los poderes públicos

3.1.2.6.1 Denuncias a la Defensoría de la situación de riesgo de menores de edad

En nuestra condición de Defensoría de la Infancia y Adolescencia de Andalucía hemos dado trámite a 
denuncias relativas a posibles situaciones de riesgo menores de edad procedentes normalmente 
de su entorno familiar y social. Suele ser frecuente que recibamos denuncias que relatan la situación 
de riesgo de algún menor, solicitando la intervención directa de esta Defensoría para solventar el 
problema. Y a tales efectos, por carecer esta Institución de competencias y medios para realizar dichas 
actuaciones de forma directa, nuestra intervención se centra en derivar de forma urgente el caso a las 
Administraciones Públicas competentes para ello, efectuando un seguimiento de las actuaciones que al 
respecto hubieran podido realizar.

Uno de los principales motivos de denuncia reside en la ausencia de cobertura de las necesidades 
básicas de los menores por parte de su familia, tal como en la queja 20/7218, en el que nuestro 
interlocutor relataba las vicisitudes de una pareja joven con un bebé, sin medios económicos para 
atender sus necesidades más elementales, tal como agua corriente u otros suministros básicos, por lo 
cual resultaba evidente que el menor se encontraba en situación de riesgo. De igual tenor era la queja 
21/1926 en la que se relataba la situación de tres hermanos, de muy corta edad, que residían con sus 
padres en una vivienda ocupada, sin suministro de agua ni electricidad.

Tras interesarnos por su situación ante el Área de servicios sociales de la Diputación Provincial, pasado 
un tiempo recibimos un informe que relataba la intervención realizada con el núcleo familiar, facilitando 
a la madre ayudas destinadas a una mejor integración en el mercado laboral y paliar sus carencias 
económicas. En cuanto a los menores se venía efectuando un seguimiento de su situación, una vez que 
pudieron acreditar su correcta atención sanitaria y la asistencia regular a los centros educativos en los 
que estaban matriculados.

Otro asunto similar nos fue planteado en la queja 21/0853, en la que la 
persona denunciante relataba que el sobrino de su pareja vivía, a su juicio, 
en un ambiente insano, sin las condiciones de higiene y limpieza idóneas para 
alojar a un niño de corta edad. En este caso el informe que recibimos de los 
servicios sociales de la localidad, elaborado tras realizar una visita al domicilio 
familiar y entrevistar a la familia, no pudo corroborar tales indicadores de 
riesgo, a pesar de lo cual se nos anunció la intención de continuar con una 
labor de seguimiento de la evolución del menor.

Los supuestos que nos son denunciados repiten una casuística similar, 
usualmente remitidos por familiares o personas de la vecindad que se 
preocupan por la situación que observan en determinado menor y que 
solidarizados con su situación piden nuestra intervención para encontrar 
alguna solución.

En la queja 21/3784 es un menor quien nos denuncia que su primo, de 5 años, 
se encuentra en riesgo por convivir con su madre alcohólica y con problemas 

de drogadicción. Nos relataba su pesar por la situación de su primo, quien no tendría cubiertas sus 
necesidades básicas. En este caso, recabamos la colaboración del Ayuntamiento en cuestión y recibimos 
un informe de los servicios sociales del distrito municipal en el que nos anunciaban la derivación del 
caso al Equipo de Tratamiento Familiar, al objeto de minimizar los indicadores de riesgo detectados 
y normalizar la situación familiar. Y se daba la circunstancia de que los servicios sociales ya venían 
interviniendo a instancias de un juzgado, que solicitó que se realizasen visitas al domicilio de ambos 
progenitores al objeto de informar si el menor se encontraba correctamente asistido.
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Otro de las asuntos en que suelen coincidir muchas denuncias es el relativo a la conducta de 
absentismo escolar, bien porque la persona denunciante es testigo directo de las veces que coincide 
en la calle con determinado menor en horario escolar, bien por tener conocimiento de su no asistencia 
a clase por decisión de los progenitores, o incluso tras sernos remitida la denuncia por personas 
integrantes de la comunidad educativa que tienen conocimiento de esta situación.

Así, preocupada por la situación de su hija, de 13 años, se dirigió a nosotros la madre para comunicarnos 
que la menor había decidido unilateralmente irse a vivir con el padre, ejerciendo de hecho su guarda 
y custodia una tía paterna desde hace año y medio. La menor fue matriculada en otro instituto y su 
evolución académica empeoró, añadiendo un acusado absentismo escolar por el que se iniciaron, a 
principios de año, las actuaciones previstas en el Protocolo sin ningún resultado.

Al dar tramite a esta recabamos la colaboración de la Delegación Territorial de Educación que nos remitió 
un informe en el que se relataban las actuaciones realizadas en cumplimiento de lo establecido en la 
Orden de 19 de septiembre de 2005, por la que se desarrollan determinados aspectos del Plan Integral de 
Prevención Seguimiento y Control del Absentismo Escolar, habiendo sido derivado el caso a los Servicios 
Sociales Comunitarios de la localidad tras el resultado negativo de las gestiones desarrolladas en el 
ámbito del centro educativo. Precisaba el informe que la intervención en el ámbito educativo se había 
visto dificultada por el litigio existente entre ambos progenitores, sin que estos hubieran consensuado 
pautas comunes para el ejercicio de la tutela y guarda y custodia sobre su hija, siendo así que el abordaje 
de esta relación familiar se tornaba aún más compleja ante la incongruencia de lo establecido en la 
resolución judicial reguladora de la ruptura de relación entre cónyuges y la realidad de la convivencia, 
de hecho, de la hija común en exclusiva con el padre.

Con posterioridad a la recepción de este informe, y una vez iniciado el nuevo curso escolar recibimos 
un escrito de alegaciones de la interesada en el que seguía insistiendo en la escasa efectividad de las 
actuaciones realizadas para evitar la conducta de absentismo escolar de su hija, señalando que dicha 
circunstancia la había llevado a presentar una demanda ante el juzgado para que fuese modificado el 
régimen de guarda y custodia de la menor. También nos informó que había presentado una denuncia 
ante la Fiscalía solicitando su intervención ante la mencionada conducta de absentismo escolar.

Tras insistir ante la Delegación Territorial de Educación acerca de la necesidad de encontrar una 
solución a la conducta de absentismo escolar, recibimos un nuevo informe que contenía una extensa 
relación de las distintas actuaciones realizadas en el seno de la Comisión Local de Absentismo durante 
el curso académico 2020 -2021, concluyendo que la menor no había presentado un absentismo escolar 
reiterado, ni tampoco se había detectado falta de interés ni abandono educativo por parte de su padre. 
Tras la valoración del caso en las sesiones celebradas por el Equipo Técnico se acordó que proseguirían 
las actuaciones que correspondieran en la fase de intervención de los servicios sociales municipales, 
utilizando todas las vías de intervención disponibles para conseguir el objetivo de garantizar una 
asistencia regular a clase de la menor, y en caso contrario proseguir con las pautas establecidas en el 
programa de prevención del absentismo escolar establecido.

Por otro lado, y en cuanto a la problemática familiar de fondo, los servicios sociales municipales 
intervenían dentro de sus posibilidades y competencias pretendiendo ante todo el bienestar de la menor 
y a la espera de que lo que se pudiera determinar por parte del juzgado en relación con el cambio de 
medidas solicitadas.

En  virtud  de  lo  expuesto  acordamos  finalizar  nuestras  actuaciones  tras  haber  constatado  que  las 
Administraciones Públicas implicadas venían cumpliendo lo establecido en el Protocolo de Prevención 
del Absentismo Escolar,  todo ello en un contexto de  litigio  familiar que dificulta  la eficacia plena de 
las medidas aplicadas, siendo así que el criterio técnico no hace aconsejable la adopción de medidas 
extremas, decantándose por una intervención continuada de los servicios sociales comunitarios en el 
entorno social y familiar en que se desenvuelve la menor, todo ello con la intención de garantizar sus 
derechos e interés superior (queja 20/3775).
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También en relación con el absentismo escolar tramitamos la queja 21/2164 en la que se denuncia 
de forma anónima que una vivienda de la vecindad había sido ocupada por una familia cuyos hijos no 
acudían al colegio y colaboraban con las personas adultas que convivían con ellos en actividades ilícitas 
relativas con la venta y consumo de drogas.

Tras interesarnos por la situación de estos menores el ayuntamiento en cuestión nos informó que ya se 
encontraba en curso un expediente para intervenir con la familia, cuyas actuaciones se iniciaron tras 
ser requerida su intervención por el Ente Público de Protección de Menores, que notificó a los servicios 
sociales municipales una situación de riesgo similar a la comunicada por nosotros.

Durante el año también hemos tramitado denuncias relativas a posible maltrato psicológico e 
incluso físico de algún menor, aunque lo usual es que se nos aporten simples sospechas o indicios 
muy vagos, careciendo en la mayoría de los casos de datos contrastados que avalen hechos tan 
graves. Aún así, ante la posibilidad de que pudieran estar comprometidos derechos básicos de los niños 
y niñas afectados damos trámite a dichas quejas ante las autoridades que según el caso podría realizar 
alguna indagación al respecto.

Así en la queja 21/2085 la vecina de un adolescente denunciaba de forma anónima el maltrato que 
este  venía  sufriendo  por  parte  de  su  madre,  con  insultos  y  descalificaciones  constantes,  así  como 
desatendiendo sus necesidades básicas.

Tras interesarnos por la situación de este adolescente los servicios sociales de su localidad de residencia 
nos informaron que disponían de escasos datos al respecto, y que no obstante se iba a realizar un 
seguimiento de su situación y en el caso de que se acreditaran los indicadores de riesgo denunciados se 
procedería conforme al protocolo existente.

Por su parte en la queja 21/0693 es una estudiante de psicología la que nos alertaba sobre un caso 
del que tiene conocimiento y que le preocupaba de forma especial. Venía a denunciar los malos tratos 
de que estaría siendo víctima una menor por parte de su joven madre, la cual estaría afectada por 
algún tipo de enfermedad mental a la vista del comportamiento errático que solía mostrar, incluso con 
manifestaciones externas de ideas delirantes. Decía conocer que esta persona había sido diagnosticada 
por la sanidad pública de trastorno bipolar, sin que hubiera seguido su tratamiento conforme a las 
indicadores del dispositivo sanitario de salud mental.

Ante el riesgo que corría la menor nos pedía una actuación urgente en defensa de sus derechos, para 
lo cual solicitamos la colaboración de los servicios sociales del municipio, que intervinieron de forma 
diligente en el caso de forma coordinada con la administración educativa y el dispositivo sanitario 
público. Tras aplicar las medidas consensuadas entre tales Administraciones se estaba realizando un 
seguimiento estrecho de la evolución de la menor y su entorno familiar, lo cual hacía aventurar una 
solución satisfactoria del problema planteado en la queja.

Pero nuestra intervención no siempre puede llegar a buen puerto por el temor de las personas 
denunciantes  a  facilitar  datos  que  pudieran  identificarlos,  como  en  la  queja  21/1524  en  la  que  se 
relataba que un niño de la vecindad lloraba de forma prolongada existiendo la posibilidad de que pudiera 
ser víctima de maltrato. Tras requerir a la persona denunciante que nos facilitara datos concretos que 
facilitarían nuestra intervención nos respondió que pudiera tratarse de una familia de inmigrantes 
procedentes del Magreb, pero sin especificar ninguna dirección concreta ni los datos de identidad ni del 
menor ni de su familia, por lo que sólo pudimos aportarle información acerca de las vías para presentar 
la denuncia ante los servicios sociales comunitarios o el Teléfono de notificación de maltrato de la Junta 
de Andalucía, donde podría incluso hacerlo de forma anónima.

Entre las denuncias que llegan a esta Defensoría relatando la situación de riesgo de algún 
menor tienen una incidencia destacada los problemas de alcoholismo o drogadicción de los 
progenitores, tal como en la queja 21/6012 en la que la persona denunciante relataba que un menor 
se encontraba en riesgo como consecuencia del problema de drogadicción de la madre, ello unido a 
la elevada edad del padre (80 años) cuyo estado de salud limitaba sus posibilidades de atender sus 
necesidades.
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Tras interesarnos por el caso recibimos un informe procedente del Área de derechos sociales de la 
Diputación Provincial correspondiente a una de las localidades, de la misma provincia, en que residía 
la familia, en el cual se aludía a la comunicación que recibieron los servicios sociales comunitarios 
procedente del equipo educativo del instituto donde cursaba estudios el menor. En dicha comunicación 
se señalaban faltas de asistencia reiteradas como consecuencia de dolores de espalda, mareos; también 
retrasos en la entrada a clase y verbalizaciones del menor sobre el consumo de alcohol de su madre, 
situación que vendría arrastrando desde el curso pasado.

A resultas de esta información se realizaron diversas intervenciones con el núcleo familiar de convivencia, 
siendo así que se encontraba en curso la intervención del Equipo de Tratamiento Familiar de la localidad 
y también la del Centro de Tratamiento de Adicciones, al cual empezó a acudir la progenitora para 
solventar su problema de alcoholismo. Estos organismos públicos estaban ayudando a la familia a 
solventar la problemática en que se ve inmersa, resultando dicha intervención proporcionada a los 
indicadores de riesgo detectados hasta esos momentos. No obstante, conforme al seguimiento que se 
venía efectuando de la evolución del menor y su familia se podrían valorar otras actuaciones sociales de 
mayor intensidad en el caso de que resultaran necesarias.

De tenor similar era la queja 20/6609 en la que la persona denunciante relataba una situación de grave 
riesgo de unos hermanos, menores de edad, uno de ellos en edad lactante. La denunciante refería que 
la madre era consumidora habitual de drogas, y que aunque el bebé aparentaba no estar desnutrido, sí 
se le veía poco aseado y deambulando con él en ambientes marginales.

Tras nuestra intervención el Ayuntamiento nos informó que el Equipo técnico de la zona puso en 
funcionamiento todo los recursos a su alcance para intervenir en el caso, resultando infructuosa debido 
a la falta de colaboración de la madre, por lo que hubieron de remitir un informe con propuestas de 
intervención al Ente Público dirigido al Ente Público de Protección de Menores, el cual, tras incoar un 
procedimiento para la declaración de desamparo de los menores, resolvió el mismo con el dictado por 
la Comisión Provincial de Medidas de Protección de sendas resoluciones por las que se declaró la 
situación de desamparo de los menores, asumiendo su tutela el Ente Público, tal como prevé el artículo 
172 del Código Civil, acordando a continuación que los menores quedasen bajo la medida de acogimiento 
familiar.

En la queja 20/7319 nuestra intervención se inicia tras recibir en nuestra 
oficina  de  atención  a  la  ciudadanía  una  denuncia  anónima  relatando  la 
situación de riesgo de dos menores, cuya madre estaría afectada por una 
situación de drogodependencia.

En este caso recibimos un informe procedente del Equipo de Tratamiento 
Familiar de su localidad de residencia relatando las actuaciones realizadas 
y cómo ante el cambio de residencia de la familia a otra localidad se había 
dado continuidad a las mismas mediante la remisión de una comunicación 
relatando sus antecedentes a los servicios sociales de la nueva localidad, que 
incoaron los correspondientes expedientes informativos sobre la situación de 
los menores y venían interviniendo al respecto.

Otro de los supuestos de denuncias relativas a situaciones de riesgo guarda relación con los 
negativos efectos en los menores de la ruptura de relación de pareja y la imposibilidad de llegar 
a acuerdos de convivencia estables, problemática que es mucho más acentuada en los supuestos 
en que se produce violencia de género. A titulo de ejemplo citaremos la queja 21/0794 en la que la 
interesada nos relataba las dificultades que atravesaba la relación con el padre de su hijo. Nos decía 
que éste tenía un comportamiento brusco e impulsivo con ella y con el menor, teniendo atemorizados a 
ambos, motivo por el que se estaba planteando incluso romper la relación, pero temía que esta decisión 
pudiera causar mayor perjuicio a su hijo y por ello solicita orientación sobre cómo actuar.

A este respecto facilitamos a la interesada información sobre la opción de acudir a mediación familiar; 
sobre la posibilidad de presentar una demanda que regulase, llegado el caso, la ruptura de relación 
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con el padre del menor, incluida la vía de medidas provisionales del artículo 158 del Código Civil; pero 
por encima de todo le facilitamos los datos de contacto del Teléfono de Información a la Mujer, donde 
podrían ofrecerle asesoramiento especializado sobre la situación en que se encontraba y ayudarla a 
prevenir una posible situación de violencia de género.

En el caso abordado en la queja 21/8440 un vecino denuncia la situación de riesgo de una niña de un año 
que estaría recibiendo maltrato psicológico de su madre, dándose la circunstancia de que esta habría 
reanudado la relación con el padre de su hija y estarían conviviendo en el mismo domicilio, incumpliendo 
de este modo una orden judicial de alejamiento por violencia de género.

El caso de este niño lo pusimos en conocimiento de los servicios sociales de la localidad que nos informó 
que  la  relación entre ambos es esporádica,  reducida a algunos fines de semana, siendo no obstante 
mucho más relevantes otros indicadores de riesgo detectados, especialmente referidos a la falta de 
higiene en el domicilio familiar, a la carencia de recursos económicos con que atender las necesidades 
básicas, unida a una minusvalía reconocida de la madre del 65%. Para atender estos indicadores de 
riesgo  se  encontraba  en marcha  un  programa específico  de  intervención  diseñado para  atender  las 
necesidades del núcleo familiar.

3.1.2.6.2 Supervisión de las actuaciones de los Servicios Sociales Comunitarios

Hemos de destacar la importante novedad que representa la regulación en la Ley 4/2021, de 
infancia y adolescencia de Andalucía, de la Institución jurídica de la “declaración de riesgo”, la 
cual conlleva la obligación de la familia del menor a someterse al control e intervención propuesta por 
los servicios sociales comunitarios, asumiendo la obligación de colaborar para alcanzar los objetivos 
previstos en el plan de intervención. Dicha regulación legal responde a la previsión establecida en la Ley 
26/2015, de 22 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y adolescencia, que en 
lo referente a servicios sociales comunitarios viene a desarrollar en su artículo 17 el concepto legal de 
“riesgo” en que pueda encontrarse una persona menor de edad y el procedimiento para declarar dicha 
situación.

La nueva regulación legal prevé que una vez detectada la situación de riesgo 
de algún menor, el proyecto o programa de actuación para solventar las 
carencias o conductas inapropiadas con éste pueda ser consensuado con 
los progenitores u otros responsables legales, respondiendo así al principio 
de primar las soluciones consensuadas frente a las impuestas. En caso de 
que estas personas se nieguen a suscribir dicho programa o no colaboren 
posteriormente en el mismo, la Ley prevé que se declare la situación de riesgo 
del menor mediante una resolución administrativa, a fin de garantizarles la 
información de cómo deben actuar para evitar una ulterior declaración de 
desamparo.

La entrada en vigor de este nuevo hito procedimental en materia de protección 
de menores no se produjo hasta bien avanzado el año 2021, en concreto 
el 30 de agosto de 2021, lo cual hizo que su aplicación efectiva en nuestra 
Comunidad Autónoma se haya ido introduciendo de forma paulatina en los 
protocolos de intervención de las distintas Administraciones locales.

Entrando ahora en el contenido de este apartado de nuestro Informe Anual 
debemos remarcar que en cumplimiento de la misión supervisora de la 
intervención de las Administraciones Públicas de Andalucía hemos dado 

trámite a quejas alusivas a la actuación de los servicios sociales comunitarios y policía local ante 
situaciones de riesgo de menores de edad, en las que se censura su intervención por considerar 
que la misma ha resultado tardía, ineficiente o ineficaz.

Así, en la queja 21/0851 nuestra intervención vino propiciada por un escrito anónimo en el que se 
denunciaba la deficiente intervención de los servicios sociales ante la situación de riesgo en que pudieran 
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encontrarse unos hermanos, menores de edad. Dicha denuncia dio lugar a una actuación de esta 
Defensoría ante los servicios sociales de la pequeña localidad en que estarían residiendo los menores, 
siéndonos remitido un informe procedente del Área de servicios sociales de la Diputación Provincial 
refiriendo que ambos fueron declarados en situación de desamparo por el Ente Público en 2016, y que 
desde entonces convivían en acogimiento permanente con su familia extensa (la chica con su abuela 
materna y el chico con sus abuelos paternos en otra localidad de la misma provincia), efectuándose el 
seguimiento de la evolución de estos menores con su familia acogedora por parte de la correspondiente 
unidad tutelar de la Junta de Andalucía.

En consecuencia, al tratarse de menores tutelados por la Administración y con la finalidad de obtener 
información que nos permitiera descartar la situación de riesgo denunciada, solicitamos del Ente 
Público la emisión del un informe sobre el resultado del seguimiento del acogimiento familiar de ambos 
menores, con especial referencia a los indicadores de riesgo señalados en la denuncia.

En el informe que nos fue remitido se relataban las averiguaciones realizadas por la Institución 
colaboradora de integración familiar que controlaba la evolución de ambos menores con sus familias de 
acogida. Concluía dicho informe que la evolución del chico con su familia de acogida (abuelos paternos) 
podía considerarse óptima, teniendo cubiertas todas sus necesidades, tanto materiales como afectivas. 
En cuanto a la chica, la entidad colaboradora refería que en los últimos tiempos se apreciaban problemas 
de convivencia propios de la etapa evolutiva de la menor y la diferencia generacional existente con 
respecto a los acogedores (abuelos maternos), sin que se hubieran acreditado otros factores de riesgo 
denunciados, como el consumo de sustancias tóxicas o un régimen de relaciones con su progenitora más 
allá del autorizado, siendo la propia menor la que manifestaba rechazo hacia el estilo de vida de esta.

También se censuraba la intervención de los servicios sociales comunitarios en la queja 21/4899 remitida 
por un abogado relatando la situación de riesgo de una madre y su bebé, sin recursos económicos, que 
vivían acogidas en un centro residencial vinculado a una entidad religiosa en Córdoba. Nos decía que 
dicha familia residía allí desde fechas recientes procedente de otra ciudad y que se veían en la tesitura 
de tener que abandonar dicho centro residencial al tener discrepancias con la dirección por su diferente 
credo religioso. Ante su situación de especial vulnerabilidad, más si cabe por afectar a un menor en edad 
lactante, se solicitaba la intervención de esta Defensoría.

Preocupados por la situación de madre e hijo dimos traslado de los hechos 
a la Delegación de servicios sociales del Ayuntamiento de Córdoba con la 
finalidad de que pudieran ejercer sus competencias en materia de detección 
e intervención en situaciones de riesgo de menores de edad. Los Servicios 
Sociales de Córdoba nos pusieron al corriente de la información obtenida 
de la entidad titular del centro en el que estaban alojadas, de tal modo que 
la Dirección del centro argumentaba que la interesada incumplía de forma 
reiterada la normativa interna, con un comportamiento disruptivo hacia el 
personal educativo y otras personas residentes. Tampoco existía adherencia 
al itinerario de inserción laboral previsto para ella ni a las propuestas de apoyo 
psicológico. En esta situación el centro ofreció a la interesada la posibilidad 
de gestionar su traslado a un recurso más adaptado a su perfil y necesidades. 
Tras un periodo de búsqueda y en una continua negociación con ella, al no 
aceptar ninguna de las propuestas, decidió abandonar de forma voluntaria 

el recurso y trasladarse a otra ciudad por sus propios medios, para lo cual solicitó de la entidad que le 
abonasen los gastos de desplazamiento y pernocta en un hotel.

Los servicios sociales de Córdoba intentaron localizar a la interesada y recabar información para hacer 
una valoración de su situación y de este modo alertar de su presencia a los servicios sociales de su 
localidad de residencia pero los intentos resultaron infructuosos al no disponer de datos de su domicilio 
ni de ningún otro dato de contacto.

En  la queja 21/6175  la madre de un menor se mostraba disconforme con  la, a  su  juicio,  ineficiente 
intervención de los servicios sociales comunitarios con su hijo, quien se encontraría en situación de 
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riesgo tras haber abandonado su domicilio para irse a vivir con su tía, de 87 años de edad. La madre nos 
decía que los servicios sociales, a pesar de conocerlo, no habían intervenido para solventar la situación 
de riesgo en que se encontraba su hijo

En relación con este caso la Concejalía de bienestar social del Ayuntamiento de Sevilla nos puso al 
corriente de las diversas intervenciones realizadas con el núcleo familiar de convivencia del menor 
desde agosto de 2011, cuando éste tenía tres años de edad. En todo este tiempo el menor había venido 
residiendo en el domicilio materno, contando con la ayuda de su familia extensa, pero cobrando con 
el tiempo cada vez mayor protagonismo una tía abuela, que se había erigido en el referente principal 
de apoyo del menor en lo relativo a su estabilidad emocional y cuidados básicos, todo ello a pesar de 
su avanzada edad y que el estatus jurídico que regularía su relación con el menor se asemejaría a un 
“acogimiento de hecho”. Se destacaban en el informe los diversos incidentes ocurridos durante los 
últimos diez años por los que tanto Protección de menores como la Fiscalía requirieron información a 
los Servicios sociales comunitarios, siendo así que los déficits detectados en la familia siguieron siendo 
abordados en el propio medio, sin que se llegaran a adoptar medidas de protección que supusieran la 
retirada del menor de su familia y la asunción de su tutela por parte del Ente Público.

En esos momentos se produjo un nuevo incidente que propició la intervención del Juzgado y la Fiscalía, 
estando en trámite un procedimiento judicial del cual se pudieran derivar decisiones que pudieran 
alterar el régimen de relaciones familiares, e incluso derivar en medidas de protección para el menor.

En otras ocasiones las quejas que recibimos vienen a censurar la insuficiencia de recursos y 
prestaciones de que disponen las Administraciones Públicas para paliar el contexto que propicia 
la situación de riesgo de menores de edad: prestaciones para paliar la carencia de vivienda adecuada; 
escasez de ayudas económicas para solventar problemas puntuales o ayudas para superar una situación 
de crisis en la economía familiar.

Así en la queja 21/2730, la persona interesada intercedía en favor de una familia de Puerto Real, con 
cinco hijos menores de edad a su cargo, que perdió su vivienda por un incendio. Después de siete meses 
seguían alojados en un albergue de transeúntes y aún no disponían de una vivienda social en régimen 
de alquiler.

Tras incoar un expediente para interesarnos por la situación de esta familia y, de modo especial, de los 
menores afectados, solicitamos la colaboración de los servicios sociales del Ayuntamiento del Puerto 
de Santa María. A tales efectos el Ayuntamiento nos aportó detalles de la solución habitacional lograda 
para atender las necesidades de la familia, como medida transitoria y provisional en tanto pudieran 
acceder a una vivienda social de promoción pública adecuada a sus necesidades. También expuso el 
Ayuntamiento otras intervenciones de los servicios sociales orientadas a solventar sus carencias, así 
como su conflictiva relación con la vecindad, obteniendo escasos resultados con esta intervención por la 
escasa adherencia de esta familia a las indicaciones y orientación ofrecida desde los servicios sociales.

Otro supuesto similar se da en la queja 21/6748 en la que una madre nos exponía la precaria situación 
en la que se encontraba, agravada por tener a su cargo un hijo autista. Nos decía que atravesaba graves 
problemas económicos y que las deudas acumuladas habían hecho que se quedara sin vivienda, tras 
lo cual y ante la ausencia de ayudas sociales incluso se había visto obligada a dormir en la calle. Al 
momento de contactar con nosotros ocupaba de forma irregular una vivienda en Las Gabias (Granada) 
y por ello solicitaba ayuda de esta Defensoría para superar la precaria situación en que se ambos se 
encontraban.

Toda vez que el Ayuntamiento en cuestión desconocía su situación orientamos a la interesada para 
que acudiera a los servicios sociales de dicha localidad para exponer su situación y solicitar ayuda. Le 
indicamos que tras evaluar su estado los servicios sociales elaborarían un programa de intervención que 
englobaría las actuaciones que podría realizar de forma directa el Ayuntamiento con sus propios recursos, 
y también otras ayudas que de forma coordinada podrían facilitarle contando con la colaboración de 
otras Administraciones Públicas.

https://defensordelmenordeandalucia.es/nos-informan-de-las-medidas-para-atender-a-una-familia-con-5-hijos-que-perdio-su-vivienda-en-un
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Debemos también destacar nuestra labor de supervisión de la intervención de las Administraciones 
Públicas en supuestos de absentismo escolar. A este respecto destacamos nuestra intervención en la 
queja 21/8330 presentada por la Dirección de un centro escolar de infantil y primaria (CEIP), de una 
barriada del extra radio de Sevilla capital, denunciando el elevado absentismo escolar de una niña de 
tercero de primaria. Nos decía la dirección del CEIP que los progenitores de esta niña no atendían sus 
necesidades básicas, habiendo comunicado esta situación a través de los protocolos establecidos a los 
servicios sociales y al Ente Público sin que se hubiera solventado esta situación.

Tras interesarnos por el caso de esta niña la Delegación Territorial de Políticas Sociales nos informó 
que, efectivamente, el Ayuntamiento de Sevilla remitió al Servicio de Protección de Menores un informe 
relatando los indicadores de desprotección existentes, entre ellos la conducta de absentismo escolar 
de la menor, encontrándose en fase de evaluación la pertinencia de incoar, formalmente, un expediente 
conducente a la declaración de su situación de desamparo, lo cual implicaría que fuera retirada de su 
familia y que el Ente Público asumiera su tutela.

Al tratarse de una medida muy trascendente, y al encontrarse dentro de los parámetros reglamentarios 
la tramitación del citado procedimiento, comunicamos a al Ente Público que permaneceríamos atentos 
a su intervención para lo cual solicitamos que se mantuviese informada a esta Defensoría de la decisión 
que finalmente se pudiera adoptar y  la efectividad de tales medidas para preservar  los derechos del 
menor.

También en la queja 20/7398 el interesado se lamentaba de que las Administraciones competentes no 
estuviesen actuando de forma decidida y eficaz para solventar el acusado absentismo escolar de su hija, 
matriculada en el primer curso de educación primaria. Tras admitir a trámite su queja solicitamos de 
la Delegación Territorial de Educación de Sevilla la emisión de un informe al respecto, en el que dicha 
Administración efectuó un relato de las actuaciones realizadas en cumplimiento de lo establecido en la 
Orden de 19 de septiembre de 2005, por la que se desarrollan determinados aspectos del Plan Integral 
de Prevención Seguimiento y Control del Absentismo Escolar. De dicho informe destacamos que el caso 
de la alumna fue derivado a los Servicios Sociales Comunitarios de Carmona tras el resultado negativo 
de todas las gestiones desarrolladas en el ámbito del centro educativo.

También solicitamos la emisión de un informe sobre esta cuestión a los servicios sociales de dicha 
localidad, respondiéndonos que una vez recibida la derivación del caso de absentismo procedente del 
centro escolar, se realizó una valoración psicológica, social y educativa de la menor, con el fin de diseñar 
el proyecto de intervención familiar más adecuado para solventar las causas determinantes de su 
conducta de absentismo escolar.

Para  dicha  finalidad  se  mantuvieron  entrevistas  individuales  con  ambos  progenitores,  realizando 
un seguimiento de la evolución de la niña en coordinación con el centro escolar. El informe recibido 
destacaba que la madre justificaba el absentismo escolar de su hija con fundamento en problemas de 
salud de la menor (problema neurológico de ausencias infantiles), manifestando que el obligado uso 
durante su estancia en el centro de mascarillas higiénicas podría agravar esas crisis de ausencias.

A pesar de las distintas actuaciones realizadas por la dirección del centro y la Inspección Educativa, 
así como por los Servicios sociales municipales en cumplimiento del Protocolo de Prevención del 
Absentismo Escolar, siguió prolongándose en el tiempo el absentismo escolar de la menor y ante la 
insuficiente cooperación de su progenitora, resultó necesario derivar el caso ante la Fiscalía, a fin que 
se adoptasen las medidas previstas en el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal en protección de los 
derechos de la menor.

3.1.2.6.3 Infancia y adolescencia migrante

Durante el año 2021 hemos continuado desarrollando una intensa labor en defensa de los derechos 
de las personas menores extranjeras que llegan a las costas andaluzas sin la compañía de personas 
adultas. Son niños, niñas y adolescentes merecedores de una especial protección por su triple 
condición de menores, extranjeros y en situación de desamparo.
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En este ámbito, debemos destacar la crisis migratoria vivida en Ceuta en el mes de mayo de 2021: cerca 
de 10.000 personas cruzaron la frontera de la ciudad autónoma, en un territorio de apenas 85.000 
habitantes. Muchos de los adultos fueron devueltos a Marruecos inmediatamente, mientras que para los 
más de 1.000 menores que llegaron a la ciudad se tuvo que improvisar un sistema de acogida. En un 
primer momento, se trasladó a estos menores sin referentes familiares a las naves del Tarajal, donde se 
hacinaban cientos de niños y adolescentes en precarias condiciones. Muchos se escaparon por miedo a 
ser deportados y empezaron a esconderse por las calles de Ceuta, una situación que se ha mantenido 
hasta la actualidad.

Pero, sin duda, la actuación que más alarma social ocasionó fue la orden de 
retorno a Marruecos de muchos de estos chicos para su reagrupación familiar 
ya que se podrían haber realizado de forma masiva, sin estudiar el interés 
superior de cada uno de los menores. Este anuncio motivó la intervención de 
la Fiscalía y la orden de paralización de los retornos por orden judicial hasta 
verificar que el procedimiento se estaba realizando conforme a la legalidad.

En este contexto, desde la Defensoría de la Infancia y Adolescencia de 
Andalucía se trasladó al Defensor del Pueblo de España la preocupación por 
el proceso de repatriación a Marruecos de menores extranjeros que estaban 
en Ceuta, así como las quejas recibidas de las entidades sociales que trabajan 
asiduamente con la Institución, mostrando su apoyo y colaboración con esa 
Defensoría para velar por el cumplimiento de los derechos de estas personas 

menores de edad. Nuestra posición es que se debe anteponer la salvaguarda del interés superior 
del menor en la toma de cualquier decisión que le afecte. Y ello, además de enfatizar la necesidad 
de escuchar al menor antes de adoptar cualquier medida sobre su futuro.

Así lo recogen las estipulaciones contenidas en la Convención de Derechos del Niño de Naciones Unidas 
de 1989, la Directiva de la Unión Europea sobre el Retorno (2008/115/CE), la Ley Orgánica 4/2000 
sobre derechos y libertades de los extranjeros en España o lo que expresamente señalan las normas de 
protección de personas menores de ámbito estatal y andaluz.

En el caso concreto del proceso de repatriación de estos menores extranjeros, la aplicación de esta 
normativa implica que antes del retorno de la persona menor a su país de origen haya que analizar de 
manera individual cada caso particular para determinar qué medida de protección es la más adecuada, 
duradera y que responda a sus necesidades y bienestar, de manera que la decisión que se adopte vaya 
precedida de un riguroso estudio y análisis de que el retorno y las condiciones de la reagrupación familiar 
es la mejor decisión en interés superior del menor.

Esta Institución es consciente de que existe un amplio acuerdo sobre la 
conveniencia de que todo menor se forme y desarrolle en el entorno socio-
familiar que le es propio, pero recuerda que la salvaguarda de su protección 
exige garantizar que no concurran circunstancias que aconsejen la separación 
del menor de dicho entorno familiar por existir en el mismo elementos que 
pongan en riesgo la integridad de sus derechos. En la misma línea, considera 
contraria cualquier medida que pretenda forzar su retorno a su país de origen 
en contra de su voluntad.

La vulnerabilidad de este colectivo y la responsabilidad de los poderes 
públicos de garantizar su protección demanda no solo la máxima garantía 
en el proceso de retorno si no que además este vaya acompañado de un 
proceso transparente y claro, con una información concisa y dirigida a todos 
los organismos y entidades responsables que permita conocer los criterios 

adoptados para decidir qué menores han de retornar y las razones que justificarían dicha decisión, así 
como cualquier otra medida que deba adoptarse.
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Para esta Institución, en sintonía con las declaraciones del Defensor del Pueblo, la transparencia y claridad 
en todo momento son claves y constituyen la mejor garantía de que se está respetando el derecho de 
defensa de estas personas extranjeras -menores de edad- frente a unas decisiones administrativas que 
pueden estar en contradicción con sus propios deseos e intereses o que no cumplan con los requisitos 
legales establecidos.

En relación con las quejas tramitadas por esta Defensoría durante 2021 relativas a menores migrantes 
hemos de destacar nuestra intervención en la queja 20/1291, que tramitamos, de oficio, para 
valorar las repercusiones en el centro de protección de menores especializado en menores 
migrantes de la barriada de la Macarena (Sevilla) de las manifestaciones contrarias a la existencia 
de dicho centro realizadas por vecinos y después en un acto electoral por un partido político.

A este respecto se ha recordar que el artículo 172 del Código Civil, el artículo 14 de la Ley Orgánica de 
Protección Jurídica del Menor y el artículo 35 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos 
y libertades de los extranjeros en España y su integración social, obligan a la Junta de Andalucía, como 
entidad pública competente en materia de protección de menores, a asumir la responsabilidad de atender 
a todos los menores extranjeros no acompañados que se localicen en territorio andaluz, prestándoles la 
debida atención a sus necesidades básicas de alojamiento, alimentación, educación e integración social.

Cuando ese centro llevaba poco tiempo de funcionamiento se produjeron incidentes xenófobos, 
protagonizados por algunos vecinos que se manifestaron en rechazo a la instalación en su barrio de 
dicho centro, todo ello argumentando un incremento de la sensación de inseguridad. Para evitar este 
rechazo vecinal esta Defensoría visitó las instalaciones del centro en junio de 2019, reuniéndose también 
con colectivos vecinales. El 17 de septiembre de ese mismo año se produjo una visita a sus instalaciones 
de todos los diputados y diputadas de la Comisión sobre Políticas de Protección de la Infancia del 
Parlamento andaluz, acompañados de la Consejera de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación y del 
Defensor del Pueblo Andaluz, en la que pudieron comprobar la importante labor social que realiza y la 
situación de normalidad en la convivencia de los menores allí alojados.

No obstante lo anterior, con ocasión de la campaña de las ultimas elecciones generales (2019), un 
partido político organizó un acto a las puertas de dicho centro, con mensajes de rechazo al colectivo 
de menores inmigrantes, que propició la apertura de diligencias por parte de la Fiscalía y también un 
comunicado público de rechazo por parte de esta Defensoría.

Así las cosas, pasados unos meses desde la fecha de la última visita al centro, consideramos oportuno 
incoar, de oficio, un expediente para evaluar la atención dispensada a los menores en dicho recurso, y 
también el grado de repercusión en el funcionamiento del centro del aludido acto electoral celebrado 
por el señalado partido político. Y a tales efectos solicitamos de la Delegación Territorial de Políticas 
Sociales y Conciliación la emisión de un informe con relación al número de menores atendidos desde 
su puesta en funcionamiento y el resultado obtenido del programa de inserción socio-laboral. También 
respecto de la posible repetición, con posterioridad a la campaña electoral. de protestas de la vecindad o 
cualquier otro incidente que pudiera haber puesto en riesgo el normal funcionamiento de dicho recurso 
residencial; así como la repercusión del acto electoral al que venimos aludiendo.

En respuesta a nuestro requerimiento la citada Delegación Territorial nos informó lo siguiente:

“(...) En relación a la reiteración de la queja de oficio presentada ante este Servicio de Protección de 
Menores, solicitando información para evaluar la atención dispensada a los menores extranjeros en 
el Centro gestionado por la Entidad ….., sito en............... en Sevilla, le trasladamos lo siguiente:

Dicho recurso entró a funcionar en el mes de mayo de 2019 con un total de 25 plazas habilitadas 
para atender a menores extranjeros sin referentes adultos en España, formando parte de la nueva red 
de recursos específicos habilitados por la Dirección General en ese momento, que venía a reforzar la 
red de recursos para la atención integral a menores sin referentes adultos, que ya existía en nuestra 
Comunidad Autónoma.

Unos días después de su apertura, se detectan las primeras manifestaciones protagonizadas por 
algunos vecinos, en la esquina de la calle ….. con la avenida ….. , portando pancartas donde se podía 

https://defensordelmenordeandalucia.es/actuamos-de-oficio-por-las-repercusiones-ante-un-centro-para-menores-extranjeros-no-acompanados-en
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leer el mensaje “No al Centro MENA”. Días después se organiza una marcha desde la calle donde se 
ubica el centro hasta el Parlamento de Andalucía, mostrando mensajes xenófobos y de rechazo al 
centro de menores recién abierto.

Posteriormente, en el mes de junio de 2019 vuelve a producirse otra protesta, y los responsables del 
centro deciden salir a la puerta del centro con los menores para que los propios vecinos pudieran 
comprobar de primera mano que eran jóvenes totalmente normalizados, de forma que se pudiera 
disuadir estas protestas infundadas por bulos, en los que se alimentaba una percepción de falta de 
seguridad en el barrio.

A raíz de estar protestas esporádicas, surge un movimiento vecinal bajo el nombre “Macarena para 
todas”, que engloba a varias asociaciones vecinales y agrupaciones sin animo de lucro del barrio, 
que empiezan a colaborar de manera solidaria con el centro de menores, proponiendo actividades de 
diferente índole (campaña antiracista, creación y mantenimiento de un huerto ecológico en la terraza 
de la casa, clases de biodanza, entradas para eventos culturales, taller de teatro, etc.).

En esas mismas fechas, se organizó un acto de convivencia vecinal en un parque cercano, donde se 
invitó a diferentes colectivos del barrio, con el respaldo de la Oficina del Defensor del Pueblo como 
mediador en este conflicto vecinal, siendo muy fructífero este acercamiento entre todas las partes, 
incluso con la presencia de medios de comunicación.

La convivencia desde esos momentos ha seguido siendo pacífica, con la única interferencia de la 
presencia de ..... acompañada de otros miembros del partido político ….. el 4 de noviembre de 2019, 
como acto de campaña electoral. Pero que a pesar de ser un acto reprobable, apenas tuvo impacto 
entre los chicos ni tampoco entre los vecinos, ya que se había consolidado una relación cordial entre 
el centro y sus vecinos, que ha reforzado de hecho la cooperación y la buena convivencia. En varias 
ocasiones, los responsables del centro nos han trasladado que estos conflictos iniciales finalmente 
han servido como oportunidad para los jóvenes, ya que el respaldo y solidaridad de los vecinos ha 
sido mucho más positiva, que los hechos aislados de protesta referidos anteriormente.

Pasado el tiempo, el 1 de junio del año 2020 el Centro de Menores.....….. fue reconvertido a un recurso 
para Jóvenes +18 para fomentar la emancipación y autonomía de los extutelados. Muchos de los 
menores atendidos, por consiguiente, pudieron continuar en el recurso como adultos, fomentándose 
así una integración plena en el barrio, algunos de ellos han salido ya emancipados con contratos de 
trabajo incluso, en negocios de la zona.

Tanto desde la Dirección General de Infancia, como desde este Servicio de Protección de Menores 
de Sevilla, se ha dispensado una atención personalizada tanto a los menores como a los jóvenes 
que han sido atendidos en el Centro.....….. desde sus inicios hasta la actualidad, en la que ha sido 
reconvertido nuevamente en un Centro de Inserción Socio Laboral para menores, con un total de 15 
plazas concertadas, desde el pasado 15 de mayo (...)”

En congruencia con esta información finalizamos nuestras actuaciones en el expediente al haber podido 
constatar que los menores residentes en el centro habían tenido una evolución favorable, sin ningún 
hecho reseñable que hiciera denotar rechazo al centro por parte del entorno social, a lo cual se unen 
indicadores de una integración positiva en la vecindad.

En la dación de cuentas de nuestra gestión también hemos de aludir a la tramitación de quejas relativas 
a dificultades para la obtención de documentación y permisos administrativos por parte de 
menores migrantes tutelados o guardados por el Ente Público. Así en la queja 20/1283 y queja 
20/1369, ambas tramitadas a instancias de jóvenes que siendo menores de edad fueron objeto de 
medidas de protección por parte del Ente Público, coincidían en lamentarse porque no se hubiera 
actuado con diligencia para obtener la documentación necesaria para dar trámite a la regularización 
administrativa de su estancia en España, de tal modo que pudieran obtener permiso de residencia y 
trabajo.

Tras interesarnos por la situación de ambos, en uno de los casos pudimos constatar que se tramitó 
desde el centro de protección tanto su Carta Nacional de Identidad como su pasaporte ante el Consulado 
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General de Marruecos, todo ello una vez que llegaron a su poder los documentos requeridos a su familia, 
proceso que se demoró bastantes meses. Los trámites realizados por las autoridades marroquíes se 
demoraron algún tiempo y cuando finalmente se dispuso de dicha documentación se pudo corroborar 
que  la  fecha  real  de  nacimiento  del  interesado  era  diferente  a  la  que  figuraba  en  la  base  de  datos 
nacional sobre menores extranjeros no acompañados (MENA), por lo que se procedió a solicitar la 
modificación  de  la  ficha MENA para  que hubiera  concordancia  entre  su  número de  identificación  de 
extranjero (NIE) y sus datos de filiación.

Finalmente, cuando se consiguió reunir todos los documentos requeridos, se 
presentó en la Oficina de Extranjería la solicitud inicial de residencia temporal 
por circunstancias excepcionales, a pesar de ser ya mayor de edad y para que 
no se superara el plazo de 90 días para solicitar el permiso de residencia en 
España.

Se ha de añadir que este joven fue derivado a un recurso residencial para que 
pudiera seguir siendo atendido tras alcanzar la mayoría de edad, recibiendo 
apoyo de la asociación gestora del recurso y otras dedicadas a la atención del 
colectivo de migrantes.

En el segundo caso que analizamos pudimos constatar que mientras el joven 
fue menor de edad y permaneció en el centro de protección se le ayudó a 
tramitar tanto la Carta Nacional de Identidad como el pasaporte en el 
Consulado General de Marruecos, teniendo en este caso también que esperar 
para ello los documentos requeridos a su familia. También se constató una 
diferencia entre la fecha de nacimiento existente en los documentos oficiales 
de Marruecos y la registrada en la ficha MENA, lo que determinó que el joven 
alcanzase legalmente la mayoría de edad cinco meses antes de lo previsto.

Cuando se consiguió reunir todos los documentos requeridos, se le ayudó a presentar ante la Oficina de 
Extranjería la solicitud inicial de residencia temporal por circunstancias excepcionales, a pesar de haber 
alcanzado ya la mayoría de edad, asumiendo la entidad colaboradora el coste de las tasas relativas a los 
trámites de su permiso de residencia y pasaporte.

También hemos de señalar que cuando las quejas presentadas por menores o jóvenes migrantes aluden 
a la gestión realizada de sus solicitudes por la Oficina de Extranjería, y por tratarse de un organismo 
dependiente de la Administración del Estado, en tales casos solicitamos la colaboración del Defensor 
del Pueblo Español.

Por último, también hemos de efectuar una referencia especial a nuestras actuaciones en la queja 
20/6297 tramitada a instancias de un Juzgado de Menores tras exponernos el caso de un joven 
migrante, ex tutelado por el Ente Público, del cual tenía conocimiento por el procedimiento de 
responsabilidad penal que dicho órgano judicial venía tramitando por unos hechos cometidos cuando el 
chico era aún menor de edad.

La magistrada se lamentaba de la inviabilidad de ejecutar las medidas de responsabilidad penal en 
medio abierto que había acordado (libertad vigilada y asistencia a centro de día) en las circunstancias 
personales y sociales en que el joven se encontraba: Vivía en la calle, sin medios con que subsistir, y sin 
documentación acreditativa de su estancia regular en nuestro país. Por ello solicitaba la intervención de 
esta Institución para que se regularizase, siquiera fuese de forma temporal, su estancia en nuestro país 
y para que se atendiera su situación de especial vulnerabilidad, proporcionándole un recurso residencial 
donde recibiera un trato humanitario y de este modo hacer viable el cumplimiento de la aludida medida 
de responsabilidad penal.

Con dicha finalidad nos pedía en su escrito que se asignara al joven algún alojamiento donde pudiera vivir 
con dignidad (alojamiento individual, centro residencial o vivienda compartida), lo cual permitiría ejecutar 
la sentencia dictada por el juzgado, teniendo en consideración para ello el deber de la Administración 

Constatamos 
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https://defensordelmenordeandalucia.es/juzgado-de-menores-pide-asistencia-social-para-mena-ex-tutelado-para-poder-aplicarle-medida-en-medio
https://defensordelmenordeandalucia.es/juzgado-de-menores-pide-asistencia-social-para-mena-ex-tutelado-para-poder-aplicarle-medida-en-medio
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de prestar la colaboración requerida por el juzgado conforme a lo establecido en el artículo 118 de la 
Constitución.

Tras admitir la queja a trámite solicitamos a la Administración que nos fuese remitido un informe en 
relación con la viabilidad de que dicho joven migrante pudiera beneficiarse de la atención social requerida 
por el juzgado, por su condición de persona ex tutelada por el Ente Público de Protección de Menores.

En respuesta a nuestro requerimiento recibimos un informe procedente de la Delegación Territorial 
competente aludiendo a los recursos residenciales de que disponía la Administración de la Junta de 
Andalucía para facilitar la integración social de jóvenes ex tutelados, y a continuación exponía la situación 
de constante ocupación y alta demanda de estas plazas residenciales, lo cual obligaba a priorizar unos 
casos sobre otros. Concluía la Delegación señalando lo siguiente: “(...) En la fecha actual no disponemos 
de plazas disponibles en programas de alta intensidad habida cuenta de la alta demanda existente para 
estos recursos residenciales. Al mismo tiempo existe una lista de espera priorizada atendiendo a los criterios 
indicados anteriormente, por lo que podemos afirmar que conceder a este menor una plaza en una de las 
vacantes que se producirán en los próximos meses resultaría en perjuicio del resto de jóvenes que optan a la 
misma y que se adecuan mejor al perfil atendiendo a los objetivos de inserción ya expuestos. (…).”

Centrada así la cuestión que se sometía a nuestra supervisión analizamos las obligaciones que incumben 
a la Administración autonómica de Andalucía en relación con la persona aludida en la queja, por su triple 
condición de joven ex tutelado, migrante y sometido al cumplimiento de una medida de responsabilidad 
penal de menores.

En relación con la condición de persona ex tutelada, en el curso de la tramitación del expediente de queja 
pudimos constatar cómo la Junta de Andalucía asumió la tutela de esta persona cuando todavía era menor 
de edad y ello tras quedar acreditada su situación de desamparo. A partir de ahí se dio cobertura a sus 
necesidades básicas, procurando al mismo tiempo que obtuviese una formación y educación adecuada. 
Y todas estas prestaciones las acometió la Junta de Andalucía en cumplimiento de las obligaciones 
que le incumben como Ente Público de Protección de Menores en aplicación de la disposición adicional 
vigésimo segunda de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor en 
relación con lo establecido en su Título Segundo, relativo a actuaciones en situación de desprotección 
social del menor e instituciones de protección de menores.

Pero las obligaciones del ejecutivo autonómico no quedan ahí, pues la Ley 1/1998, reguladora de los 
derechos y la atención al menor en Andalucía, y de aplicarse en el momento de tramitar la queja, va 
más allá y extiende su compromiso con las personas tuteladas con posterioridad a que alcancen la 
mayoría de edad, todo ello al ser consciente el legislador autonómico de las dificultades de una persona 
ex tutelada para el tránsito a la vida adulta, que por si misma ha de hacer frente a la cobertura de sus 
necesidades, en muchas ocasiones sin red de apoyo social o familiar.

En el caso de este joven se da esta circunstancia pues, no olvidemos, que se trata de un joven migrante 
que se encuentra en nuestro país sin familiares que puedan hacerse cargo de sus necesidades, que no 
dispone de ninguna red de apoyo social, y que además se encuentra en la tesitura de integrarse en un 
entorno social y cultural muy diferente del que procede.

Es por ello que en estas circunstancias debemos resaltar el mandato establecido por la por entonces 
vigente Ley 1/1998 de 20 de Abril de los Derechos y la Atención al Menor, que en su artículo 37.2 
establece que «al menos, durante el año siguiente a la salida de los menores de un centro de protección, 
la Administración de la Junta de Andalucía efectuará un seguimiento de aquéllos al objeto de comprobar 
que su integración laboral sea correcta, aplicando la ayuda técnica necesaria». A esto se une la previsión 
establecida en el artículo 19.1.f) al determinar que «se potenciará el desarrollo de programas de 
formación profesional e inserción laboral de los menores sometidos a medidas de protección, con el fin 
de facilitar su plena autonomía e integración social al llegar a su mayoría de edad».

Lo determinado en la Ley 1/1998 resulta congruente con las disposiciones del Estatuto de Autonomía 
que en su artículo 37, apartado 8, prevé como principio rector de las políticas públicas la integración de 
los jóvenes en la vida social y laboral, favoreciendo su autonomía personal.
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Llegados a este punto también hemos de hacer referencia a la condición de persona migrante de este 
joven, condición que también es contemplada por el mismo artículo 37 del Estatuto de Autonomía de 
Andalucía, al otorgar primacía a las políticas públicas de integración laboral, económica, social y cultural 
de las personas migrantes.

En tal sentido el artículo 9 de la antes citada Ley 1/1998, mandata a las Administraciones públicas 
andaluzas para que realicen políticas de integración social de los menores tutelados, con especial 
referencia a los menores extranjeros. Apuntilla esta obligación la disposición adicional octava de la Ley 
al determinar que la Administración de la Junta de Andalucía, en colaboración con la Administración del 
Estado, habrá de procurar la adecuada atención e integración social de los menores extranjeros que se 
encuentran en situación de riesgo o desamparo, durante el tiempo que éstos permanezcan en nuestra 
Comunidad Autónoma.

Por tanto, mal se avienen estas previsiones legales con el hecho de que este joven migrante, tutelado 
por la Junta de Andalucía, haya alcanzado la mayoría de edad y no se haya programado para él un cauce 
de integración en la sociedad que le permita desenvolverse de forma autónoma.

Y por último, nos hemos de referir a los derechos y deberes que derivan de su condición de menor 
infractor, al que le ha sido impuesta una medida de responsabilidad penal, por mucho que esta medida 
haya de ser cumplida una vez alcanzada la mayoría de edad.

Y es que corresponde a la Junta de Andalucía la ejecución de las medidas adoptadas por los Juzgados 
de Menores, facilitando los medios para su cumplimiento, siendo así que en el presente caso no nos 
referimos a esos concretos medios materiales y personales sino a las circunstancias socio-económicas 
del joven indispensables para hacer viable que éste pueda cumplir la medida impuesta por el juzgado, 
la cual, recordamos, no lleva aparejada su internamiento en ningún centro pues se trata de medidas a 
ejecutar en medio abierto: libertad vigilada y asistencia a centro de día.

Es aquí donde encuentra justificación la queja que nos fue remitida por la persona titular del Juzgado 
de menores, pues si sería no solo deseable sino una exigencia legal que se hubieran previsto para este 
joven medidas que le ayudaran al tránsito a la vida adulta e independiente una vez alcanzada la mayoría 
de edad, la realidad describe una situación completamente diferente, la de un joven que no dispone de 
medios con que costear sus necesidades, ni siquiera las básicas, y sin que tampoco existan expectativas 
que hicieran presagiar una mejora en sus condiciones personales.

Es por ello que compartimos la reflexión que realizaba la magistrada en cuanto que si no se facilitaban 
a este joven las ayudas sociales previstas en la normativa a la que antes hemos hecho alusión, por su 
condición de ex tutelado y migrante, quedarían vacías de contenido las obligaciones que incumben a la 
Junta de Andalucía para prestar la colaboración requerida por el Juzgado de Menores conforme a lo 
establecido en el artículo 118 de la Constitución.

A este respecto conviene recordar que las medidas establecidas en la legislación de responsabilidad 
penal de menores tienen un doble componente; por un lado se tratan de medidas típicamente penales, 
correctivas de ilícitos y con vocación disuasoria de dichas conductas; pero quizás sea más relevante 
su otra vertiente, orientada a la educación y formación de la persona, primando estos aspectos sobre 
la faceta punitiva. Las medidas de responsabilidad penal se erigen como una oportunidad -quizás la 
última- que se brinda al joven para reconducir su conducta, para que asuma el error cometido y obtenga 
habilidades personales con que evitar que hechos similares se repitan en el futuro y de este modo se 
amplíen sus expectativas de éxito en su integración en la sociedad como persona adulta y responsable.

Así pues, desde nuestra obligada perspectiva de Defensoría de los derechos de las personas menores de 
edad no podíamos conformarnos con el alegato de carencia de medios en el programa de mayoría de 
edad, ni tampoco en la priorización de unos jóvenes ex tutelados merecedores de estas prestaciones sobre 
otros que también serían merecedores de las mismas, pero que no podrían beneficiarse de ellas por la 
alta demanda existente. Por todo lo expuesto dirigimos una Recomendación a la Delegación Territorial 
de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación para que fuese atendida la situación singular de este joven 
con cargo al programa de transición a la mayoría de edad para ex tutelados o con cargo a cualquier otro 
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programa de la Administración Autonómica que contemplase prestaciones sociales dirigidas a jóvenes o 
personas migrantes, pero sin que en ningún modo dejase de prestarse la colaboración requerida por el 
Juzgado de Menores para hacer efectiva la medida impuesta en el expediente de responsabilidad penal.

En respuesta a nuestra resolución la Delegación Territorial nos remitió un informe en sentido favorable 
a nuestro posicionamiento, habiendo reservado una plaza residencial para el joven la cual no llegó a 
ocupar por encontrarse ilocalizado. En el informe que nos fue remitido se matizaba lo siguiente:

“... En este, como en otros casos, el paso por un CIMI no puede ser causa de priorización de estos 
menores para la asignación de estos dispositivos, siendo estos centros los que deben gestionar su 
documentación, al tener asignada su guarda. Además, aquellos menores con una problemática 
concreta deben ser atendidos en recursos más específicos, acordes con su situación. De hecho, a 
todos se les ofrece la posibilidad de realizar un seguimiento de su situación socio laboral a través 
del programa Labora, donde se derivan los mayores del 16 años que se encuentran en centros de 
menores.

Las múltiples incidencias provocadas por el menor, hacen que el mismo no tenga un perfil adecuado 
para un dispositivo de autonomía, por lo que debería ser atendido por la red de servicios sociales 
especializados de personas sin hogar. El artículo 42.2 de la Ley 9/2016, de 27 de diciembre, de 
Servicios Sociales de Andalucía establece como prestación garantizada el alojamiento. A pesar de 
todo ello, con posterioridad a la emisión del anterior informe realizado por esta Delegación Territorial 
en relación con este expediente, ha existido un aumento sustancial de plazas coordinadas por la 
Dirección General de Infancia (42 plazas en Málaga), por lo tanto, teniendo en consideración dicho 
incremento y siguiendo la Recomendación emitida por esa Institución, se ha gestionado para este 
menor la reserva de una plaza de modo urgente … Puestos en contacto con Juzgado de Menores éste 
ha informado que el menor no esta localizado. No obstante, hasta que no haya otros candidatos para 
dicha plaza, la misma estará disponible para una entrada concertada ...”

3.1.2.7 Maltrato a personas menores de edad

Nos referiremos en este apartado a las quejas que inciden en vulneraciones de derechos que van más 
allá de la situación de riesgo, que por su gravedad pueden definir una conducta de maltrato hacia una 
persona menor de edad, bien fuere este maltrato por acción u omisión, psicológico y/o físico.

Cuando se tiene conocimiento de unos hechos que encajarían en la definición de maltrato, la 
Administración Pública receptora de la denuncia ha de intervenir en el margen que le permiten 
sus competencias, atendiendo al menor víctima de dicha situación y activando los mecanismos 
previstos en la legislación para depurar las correspondientes responsabilidades, incluidas las 
derivadas del posible ilícito penal.

En la dación de cuentas de nuestra intervención relataremos en primer lugar las quejas tramitadas 
relacionadas con la intervención de policía, servicios sociales comunitarios o Ente Público de Protección 
de Menores ante denuncias de maltrato infantil, esto es, actuaciones en las que aún no se ha producido 
la intervención de un juzgado, siendo uno de los motivos de queja más recurrentes el relativo a la escasa 
eficacia de las actuaciones desarrolladas tras conocer los hechos denunciados.

Sobre esta cuestión debemos reseñar la conclusión de nuestra intervención en la queja 19/4916 en la 
que la madre de una menor se mostraba disconforme con la tramitación dada a la hoja de notificación de 
maltrato infantil que cumplimentó la unidad especializada de salud mental infanto juvenil por posibles 
abusos sexuales a su hija, presuntamente cometidos por una hermana de vínculo paterno. Nos decía 
que tres años antes fue la pediatra del centro de salud quien remitió una hoja de notificación de tenor 
similar, y que dada la corta edad de su hija el estudio realizado no pudo arrojar datos concluyentes.

A la nueva hoja de notificación de maltrato se adjuntaba un informe clínico sobre la menor, en el que 
se aludía a las manifestaciones que esta realizaba relatando episodios de violencia sexual, en concreto 
tocamientos genitales realizados por su hermana -por parte de padre-, también menor de edad. Y 
esta nueva hoja de notificación de posible abuso sexual no fue remitida por  la unidad administrativa 
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competente (Servicio de Prevención y Apoyo a la Familia), para que fuese estudiada por el equipo 
especializado con fundamento en un informe contrario a que se realizara este estudio emitido por 
el centro de protección donde estaba la menor (la menor tuvo que ser declarada en desamparo en 
consideración a las desproporcionadas desavenencias existentes entre padre y madre) en el que se 
aludía a la inexistencia de indicios en la menor que hicieran sospechar tales abusos sexuales. También 
se valoró por parte de dicho Servicio de Prevención y Apoyo a la Familia que ese momento no era el 
idóneo para realizar este estudio (estaba en curso el expediente para ratificar o rectificar la declaración 
de desamparo), acordándose que se abordaría más adelante, en un momento más propicio, de más 
estabilidad y seguridad para la menor.

La madre justificaba su petición de que su hija fuese evaluada de nuevo por un equipo especializado en 
casos de abuso sexual en el hecho de que la primera evaluación le fue realizada cuando tenía algo más 
de tres años, siendo así que dicho equipo no pudo llegar a ninguna conclusión precisamente por la corta 
edad de la menor. Los nuevos hechos denunciados se referían a 2019, tres años después, y sobre los que 
el testimonio de su hija sí haría viable una intervención de dicho equipo especializado, lo cual entraría 
en contradicción con lo expuesto por la Delegación Territorial en su informe.

Teniendo en cuenta estos antecedentes, y tras analizar los hechos desde nuestra obligada perspectiva de 
Defensor de la Infancia emitimos una Recomendación dirigida a la Delegación Territorial de Igualdad, 
Políticas Sociales y Conciliación de Huelva para que fuese remitido el caso de la menor a la unidad 
especializada en valoraciones de casos de abuso sexual a menores, con la finalidad de que se efectuase 
un estudio que corroborara su veracidad o, en su caso, pudiera descartar la existencia de tales abusos.

Dicha Recomendación no fue aceptada por la Delegación Territorial, por lo que procedimos conforme 
a los prescrito en el artículo 29.2 de la ley 9/1983, reguladora de esta Institución, poniendo en 
conocimiento de nuestra resolución a la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación, como 
máxima autoridad administrativa en la materia.

La respuesta de la citada Consejería se apoya en un informe emitido por la Dirección General de Infancia 
y Conciliación que viene a refrendar la decisión adoptada por la Delegación Territorial, en sentido opuesto 
a nuestra Recomendación, con la siguiente argumentación:

“... Por recibida petición de valoración sobre la queja presentada al Defensor del Pueblo Andaluz … en 
relación a la conveniencia o no de realizar una segunda valoración a la menor por parte del equipo 
técnico de ADIMA, respecto a los presuntos abusos sexuales ejercidos sobre la misma por su hermana 
de padre, procede informar que el seguimiento de la recomendación resulta inviable técnicamente

Ya en el ejercicio 2016 se llevó a cabo dicha evaluación, que concluyó con el archivo del caso al no 
apreciarse indicadores de abusos sexuales y con diagnóstico de no compatibilidad con los mismos. 
Paralelamente a esa intervención se inició un procedimiento judicial, por los mismos hechos, que 
finalizó igualmente con el archivo del procedimiento como consecuencia de la no apreciación de 
indicios de abusos sexuales.

Posteriormente, en marzo de 2019, llegó al Servicio de Prevención dicha derivación para la inclusión 
de la menor en el Programa de Evaluación, Diagnostico y Tratamiento de menores victimas de 
Violencia Sexual, y se acompañaba de un informe clínico en el que se indicaba que la menor había 
verbalizado Ia existencia de hechos que podrían calificarse de abusos sexuales. Los profesionales que 
atienden el Programa estimaron que una nueva valoración podría tener efectos desestabilizadores y, 
dado que los mismos hechos ya fueron valorados negativamente, se juzgó más pertinente observar la 
posibilidad de que se dieran nuevos indicadores específicos que justificaran un abordaje terapéutico. 
Ni en la supervisión llevada a cabo durante su estancia en el CAI, ni en el Centro de Menores se 
han observado por los profesionales manifestaciones ni indicadores que den lugar a una posible 
existencia de estos abusos. Los propios informes de seguimiento del Centro indican que las visitas 
a las que acude la hermana, presunta abusadora, se desarrollan con normalidad y sin apreciarse 
reacciones de rechazo, al contrario, la relación es de cariño y afecto,
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El criterio de los y las profesionales se sustenta en el respeto legal para hacer prevalecen en cualquier 
circunstancia y ante cualquier otro interés legítimo, el interés superior del menor, que ha de ser 
valorado y considerado como primordial en todas las acciones y decisiones que le conciernan, tanto 
en el ámbito público como privado, tal y como reconoce el artículo 2 de la Ley Orgánica 1/1995, 
de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, en su redacción dada por la Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio, de 
modificación del sistema de protección a la infancia y ala adolescencia.

Es este interés superior del menor el que se hace valer para motivar la denegación de una nueva 
valoración, pues “a criterio profesional cualificado” no se dan indicadores de abusos sexuales, no 
resulta posible obtener datos de fiabilidad (el recuerdo dela menor, de ocho años, de hechos acaecidos 
cuando tenía cuatro años queda condicionado por las intervenciones posteriores, al no tener entonces 
desarrollada la memoria episódica), y se tiene la certeza de un perjuicio psico-emocional en Ia 
menor, que podría ir acompañado de posibles secuelas causadas por la revictimización a que se vería 
abocada con una nueva intervención ....”

A la vista de la documentación obrante en el expediente, en especial de los informes emitidos por esa 
Administración, se constata la existencia de una discrepancia técnica en cuanto a la argumentación 
jurídica y técnica (psicología, educación y trabajo social) de los diferentes posicionamientos, y sin que a 
nuestro juicio pudiera considerarse errónea o contraria al ordenamiento jurídico la respuesta a nuestra 
Recomendación por parte de la citada Consejería, por lo que dimos por concluida nuestra intervención 
en la queja.

En el caso de la queja 20/5843, el interesado se lamentaba de que la madre de su hija -de siete años de 
edad- hubiese trasladado su domicilio de Lugo a Sevilla sin su consentimiento. Nos decía que dirigió un 
escrito a la Dirección General de Infancia de la Junta de Andalucía informando de dicho traslado de la 
menor y denunciando que su hija le había remitido unas grabaciones a través de la red social whatsApp 
en la que parecía indicar que estaba siendo víctima de abusos sexuales. Añadió a esa denuncia que 
la madre estaba suministrando sin control médico un medicamento antiviral (hidroxicloroquina) para 
prevenir el posible contagio de coronavirus.

Al no haber recibido ninguna respuesta de esa Administración, siquiera fuera un acuse de recibo de su 
escrito de denuncia, se dirigió a nosotros preocupado por la situación en que pudiera encontrarse la 
menor.

Tras interesarnos por el caso, la citada Dirección General nos informó que aunque sí se realizaron 
actuaciones a continuación de recibir la denuncia, es cierto que no se envió al interesado ninguna 
respuesta a su comunicación, hecho que fue subsanado en posteriores contactos con él y con su 
representación legal. Dichas actuaciones consistieron en la incoación de un expediente en el que se 
pidió la intervención de los servicios sociales comunitarios con la finalidad de que recabaran información 
sobre la posible situación de riesgo/desamparo de la menor, de cuyas conclusiones se derivarían, en su 
caso, las congruentes medidas de protección.

En otras ocasiones la queja guarda relación con la ayuda necesaria para atender la condición 
de victima de un menor, tal como en la queja 21/6241 en la que la madre de una menor, víctima de 
abusos sexuales, solicitaba nuestra ayuda para conseguir ayuda económica para sufragar el coste de 
los largos desplazamientos que tenía que realizar para que su hija recibiera terapia especializada. Nos 
decía que debía desplazarse desde Vera a Almería, que es donde se ubica el recurso especializado que 
gestiona la asociación que la atendía.

Tras interesarnos por su acaso ante el Ayuntamiento de Vera pudimos constatar que la oficina municipal 
de servicios sociales gestionó ante la Diputación Provincial de Almería una ayuda económica para dicha 
finalidad, la cual le fue concedida e ingresada a la interesada en tres mensualidades.

En otras ocasiones la queja va referida a la intervención de un centro educativo ante la denuncia de 
maltrato a los alumnos parte de determinado profesional docente. Así en la queja 20/8725 la interesada 
nos decía que en el conservatorio de danza en el que estuvo matriculada su hija se promovía la anorexia 
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entre las alumnas con consejos dietéticos desproporcionados y ejerciendo presión psicológica para que 
mantuviesen el peso idóneo. También se quejaba de la rigidez de los métodos de enseñanza, lo cual 
llevaba a que en ocasiones ejecutasen ejercicios físicos en condiciones no adecuadas.

Tras analizar los hechos, los cuales podrían llegar a encuadrarse en maltrato psicológico, decidimos 
solicitar información al respecto a la Delegación Territorial de Educación, respondiéndonos que por parte 
de la Inspección Educativa se realizaron las averiguaciones pertinentes concluyendo de forma sucinta lo 
siguiente:

No se tuvo constancia ni en la Delegación Territorial de Educación, ni en el propio centro, ni tampoco 
tuvieron conocimiento las tutoras de la alumna de ninguna queja o denuncia que guardase relación con 
los hechos expuestos en el escrito de queja. Al no existir denuncias ni ningún otro elemento probatorio 
de tales hechos resultaba inviable una posible investigación de la Inspección Educativa.

En cualquier caso, la Inspección Educativa asesoró a la dirección del centro para que, tras la preceptiva 
reunión del claustro de profesores, éste aprobase la inclusión explícita entre los objetivos generales del 
Proyecto Educativo del centro velar por el impulso del desarrollo de hábitos saludables y que el alumnado 
aceptase su propia imagen corporal, evitando con ello conductas de riesgo relacionadas con anorexia o 
bulimia.

En congruencia con la información aportada por la Administración acordamos dar por concluida nuestra 
intervención en el caso, teniendo en especial consideración para ello la inexistencia de quejas o reclamaciones 
al respecto, y también que la denuncia sobre posibles malos tratos verbales y psicológicos adolecía de 
vaguedad en cuanto a una concreta referencia temporal y tampoco individualizaba como posible autor a 
determinado docente, ello sin perjuicio de la alusión relativa a una profesora en referencia a otros hechos 
que no guardaban relación con los supuestos malos tratos o vejaciones.

Tal como indicamos con anterioridad otro conjunto significativo de quejas guardan relación con 
la intervención de los juzgados de instrucción o de lo penal en procedimientos derivados de 
denuncias por maltrato a menores de edad. En la mayoría de estos casos la queja se formula en 
disconformidad con el contenido de determinada resolución judicial, sobre la cual esta Defensoría carece 
de competencias para su supervisión.

Así, en la queja 21/6652 la interesada se lamentaba del archivo por parte del Juzgado de su denuncia 
contra el abuelo paterno por abusos sexuales a su hija y de que el juzgado no hubiera valorado de forma 
conveniente las diferentes pruebas aportadas.

Otro ejemplo es la queja 21/4794 donde la interesada se queja de la intervención de los servicios 
sociales, fiscalía y juzgados que han intervenido tras la denuncia que interpuso contra el padre de su hijo 
por posible maltrato sexual.

A este respecto nos indica que dicha denuncia se presentó en 2016 y que tras la pertinente investigación 
la Fiscalía de Badajoz dio traslado de los hechos al Juzgado de Primera Instancia de Granada, en el 
que se tramita el procedimiento civil en que se dilucida la guarda y custodia del menor, con cuyas 
actuaciones se muestra disconforme, así como también con los informes aportados a dicho juzgado por 
los servicios sociales comunitarios.

En otras ocasiones la queja se centra en los informes periciales que sirven de soporte a la resolución 
judicial, tal como en la queja 21/6972 que incidía en la demora con que se emitió el informe de 
valoración de los abusos sexuales padecidos por su hija. Esta demora había provocado a su vez demora 
en el tratamiento psicológico de la menor. Aún teniendo presente que el informe pericial había seguido 
establecido y respetado los protocolos profesiones, y que lo mismo se podía predicar de los trámites 
procesales seguidos por el juzgado, la interesada pedía que en la medida de lo posible los procedimientos 
judiciales relativos abusos sexuales a menores se tramitasen con mayor agilidad, evitando con ello 
añadir daños emocionales a los menores víctimas de dicho maltrato.

También en la queja 21/3522 una persona que fue víctima de violencia de género nos decía que aún se 
encontraba en vigor una orden de alejamiento respecto de su ex pareja y padre de su hija. Encontrándose 



DEFENSORÍA DE LA INFANCIA Y ADOLESCENCIA DE ANDALUCÍA
INFORME ANUAL 2021

DESGLOSE POR MATERIAS
6. MENORES EN SITUACIÓN DE ESPECIAL VULNERABILIDAD

56

en esta situación denunciaba que su hija rechazaba las visitas del padre establecidas tras la separación 
y que éste reaccionaba causando maltrato psicológico a la menor. Nos decía que había solicitado al 
juzgado que ordenase una evaluación psicológica de su hija para de este modo solicitar una modificación 
del derecho de visitas, siendo esta petición denegada por el juzgado para lo cual solicitaba nuestra 
intervención con la intención de que pudiéramos convencer al juzgado para que emitiese distinta 
resolución.

En otras ocasiones la cuestión que se nos plantea guarda relación con el daño 
emocional que provoca a los menores el propio procedimiento judicial, 
tanto en la toma de declaraciones como en su presencia en la sala de 
vistas. De este modo en la queja 21/8182 la interesada nos decía que su hija, 
de 14 años, fue maltratada por su padrastro, que incluso abusó sexualmente 
de ella. Tras denunciar los hechos su hija había tenido que someterse al 
interrogatorio del juez, de la fiscalía y de la parte acusada, lo cual consideraba 
contraproducente para ella y por eso solicitaba la intervención de la Defensoría 
de la Infancia y Adolescencia.

En respuesta a esta queja comunicamos a la interesada que la declaración de 
menores de edad en un procedimiento judicial penal, especialmente cuando 
son víctimas de delitos, acarrea tensiones entre la necesidad de preservar 
su integridad física y psíquica y la necesidad de respetar el derecho de 
contradicción y defensa que asiste a toda persona investigada o acusada, siendo 

así que la legislación prevé medidas para evitar que el menor vea peligrar su desarrollo emocional como 
consecuencia del daño psicológico que le pudiera provocar su presencia en el juzgado y su declaración.

No obstante, a pesar de las cautelas que pudiera adoptar el juzgado, resulta ineludible cumplir con las 
garantías procesales establecidas para preservar los derechos de la persona investigada o acusada, tal 
como viene a establecer la reciente sentencia del Tribunal Supremo 178/2018, de 12 de abril, la cual 
señala que quien sea sospechoso de haber cometido el delito debe ser informado de que se va a oír al 
menor; debe tener oportunidad de observar dicha exploración, bien en el momento en que se produce o 
después, a través de su grabación audiovisual; y debe tener la posibilidad de dirigir preguntas al menor, 
de forma directa o indirecta a través del experto, bien durante el desarrollo de la primera exploración 
o en una ocasión posterior indicando aquellos aspectos adicionales sobre los que la defensa considera 
que deben ser interrogados.

De cualquier modo, tras analizar su caso concreto, recalcamos a la interesada que fue el Juzgado de 
Instrucción que venía tramitando el procedimiento judicial en el que se investigaba la responsabilidad 
penal en que hubiera podido incurrir la persona denunciada el que tomó la decisión de interrogar a su 
hija, víctima de la agresión sexual, a pesar de su minoría de edad, siendo así que en relación con esta 
decisión judicial la Defensoría de la Infancia y Adolescencia de Andalucía carece de competencias para 
intervenir por tratarse de un órgano de la Administración de Justicia actuante en el ejercicio de la 
función jurisdiccional que le ha sido encomendada por la Constitución.

3.1.2.8 Intervención del Ente público de Protección de Menores

3.1.2.8.3 Acogimiento familiar

…

También hemos de hacer especial mención a nuestras actuaciones en la queja 20/6451 que tramitamos 
tras dirigirse a nosotros una familia que tenía en acogimiento familiar permanente a un menor, afectado 
por trastorno de déficit de atención con hiperactividad, unido a retraso madurativo, y que en  fechas 
próximas iba a alcanzar la mayoría de edad. Se quejaban porque a pesar de sus reiteradas peticiones 
el menor aún no disponía de una valoración de su discapacidad y tampoco tenían conocimiento de que 
se hubiera previsto para él un programa de actuaciones que le ayudaran en el tránsito a su vida adulta 

Se debe prestar 
atención al 
daño emocional 
que sufren 
las víctimas 
menores de edad 
cuando prestan 
declaración o se 
personan en la 
sala de vistas

https://defensordelmenordeandalucia.es/la-administracion-debe-garantizar-con-un-plan-individual-el-transito-a-la-mayoria-de-edad-de-los
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independiente, a pesar de ser consciente la Administración que ejercía su tutela de sus limitaciones 
personales.

Tras admitir la queja a trámite solicitamos de la Delegación Territorial de Igualdad, Políticas Sociales 
y Conciliación de Málaga la emisión de un informe al respecto, en el cual de forma sucinta se indicaba 
que en abril de 2020 se solicitó para el menor el reconocimiento de su grado de discapacidad, siendo 
resuelto este expediente en julio de ese mismo año, reconociendo al menor un grado de discapacidad 
del 34%, revisable en julio de 2025.

De conformidad con los informes técnicos de que disponía el Servicio de Protección de Menores no 
se valoró que el menor tuviese limitada su capacidad hasta el punto de que fuera necesario instar 
judicialmente una curatela, a lo cual se añadía la evolución favorable del acogimiento familiar y que 
ambos, menor y familia acogedora, manifestaron su intención de proseguir con su relación de convivencia, 
siendo este el motivo por el que no se planteó ningún recurso alternativo tras la mayoría de edad.

En relación a este informe la familia acogedora vino a replicar que si bien la resolución por la que se 
reconocía al menor su grado de discapacidad tenía fecha de 27 de julio, a ellos no les fue notificada 
hasta tres meses después, el 29 de octubre, siéndole entregado el carnet el 3 de noviembre, cuando 
el joven ya había alcanzado la mayoría de edad. En cualquier caso se lamentaban de que fuesen ellos 
y no la Administración que ejercía su tutela quien hubiese mostrado preocupación por la ausencia de 
reconocimiento legal del grado de discapacidad, y sin que tampoco tuviesen conocimiento de que se 
hubiese planificado nada para favorecer su tránsito a la vida adulta, ante la cercanía de su mayoría edad 
y la incógnita de cómo influiría su discapacidad en su desarrollo personal y profesional.

Tras valorar la información de que disponemos en el expediente, como Defensoría de la Infancia y 
Adolescencia nos centrarnos en las obligaciones que incumben al Ente Público en el ejercicio de la tutela 
del menor. Y a este respecto recalcamos que el estatus jurídico derivado de un acogimiento familiar 
no es el mismo que el que se produce con una adopción. La persona, menor de edad, en acogimiento 
familiar no se integra en su familia acogedora como un hijo más, con plenos derechos y obligaciones. 
Las obligaciones y facultades de la familia acogedora se circunscriben a lo previsto en la legislación 
civil, limitadas al ejercicio de la guarda y custodia del menor, dando cobertura a todas sus necesidades, 
tanto materiales como afectivas, pero correspondiendo a quien ejerce la tutela -en este caso la Junta de 
Andalucía- las obligaciones y facultades más trascendentes, de supervisión y dirección de la relación del 
menor tutelado con su familia de acogida, teniendo la potestad de decidir la continuidad del acogimiento 
familiar y cualquier otra cuestión que fuera relevante para la vida del menor.

A este respecto, el artículo 27 del Decreto 282/2002, de 12 de noviembre, sobre Acogimiento Familiar 
y Adopción, prevé que se efectúe un seguimiento de los menores en acogimiento familiar con periodicidad 
al menos semestral, recabando la información necesaria de los servicios sociales, sanitarios y educativos; 
y también de la propia familia acogedora respecto a la evolución del menor y a su integración en la 
familia, estableciendo para ello las medidas de coordinación adecuadas.

Y según se desprende de la información aportada a esta Defensoría la evolución 
del menor en el seno de su familia de acogida fue muy favorable, hasta el 
punto de que no se consideró necesario establecer ninguna especial medida 
de protección a pesar de su discapacidad, pero aún así, por muy favorable que 
fuese la integración del menor con su familia de acogida, y aún contando con 
la predisposición de esta familia para mantener la convivencia con el menor 
una vez que éste alcanzase la mayoría de edad, el Ente Público que ejercía 
su tutela no podría desentenderse de sus obligaciones y dejar de programar 
el tránsito a su vida adulta independiente, que en este caso parecía estar 
encauzado de modo favorable para el ex tutelado gracias a la colaboración 
altruista de la familia, pero sin que este hecho debiera ser obstáculo para 
prever con suficiente antelación las necesidades del ex tutelado y los recursos 
sociales o ayudas publicas a las que podría tener acceso, y todo ello inserto 
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en un programa o plan específicamente elaborado para él, conforme a su características personales, 
capacidades y entorno social en que previsiblemente se desenvolvería.

Por todo lo expuesto, y con apoyo en la legislación aplicable al caso, dirigimos a la citada Delegación 
Territorial una Recomendación para que para cada menor en que fuese previsible que alcanzase la 
mayoría de edad bajo tutela del Ente Público se elaborase, con suficiente antelación, un plan especifico 
para el tránsito a su vida adulta independiente, y todo ello con indiferencia de que éste pudiera encontrarse 
en acogimiento familiar o residencial, estableciendo las ayudas y apoyos que se considerasen necesarios 
en función de las circunstancias concretas del menor.

También recomendamos que se efectuase un seguimiento de la evolución del menor ex tutelado señalado 
en el expediente de queja, a fin de apoyarlo en su tránsito a la vida adulta independiente facilitando, en 
su caso, su acceso a las ayudas públicas de que pudiera resultar beneficiario, fueran estas económicas 
o de otra índole.

La respuesta a nuestra resolución por parte de la citada Delegación Territorial fue en sentido 
favorable, precisando que desde el Servicio de Protección de Menores no solo se llevarían a cabo las 
Recomendaciones realizadas desde el Defensor del Pueblo para este caso concreto, sino en general para 
todo menor del sistema de protección.

3.1.2.11 Derecho al Deporte

…

Dejando a un lado el deporte de competición, nos centraremos ahora en el deporte como actividad 
saludable y como elemento de ocio y socialización en la infancia, adolescencia y juventud.

A este respecto hemos de resaltar la queja 21/4477 en la que se dirigía a 
nosotros el padre de un menor, con capacidades diversas, para que este 
pudiera acceder y disfrutar del programa de actividades deportivas de su 
municipio, todo ello por las bondades que reportaba a su hijo dicha práctica 
deportiva.

Esta cuestión ya fue abordada por esta Defensoría en la queja 20/3267, que 
concluimos tras conocer la disponibilidad de los servicios técnicos deportivos 
del municipio para implementar un programa de actividades deportivas 
adaptadas al menor. A pesar de ello, en su nuevo escrito de queja el padre se 
lamentaba de los nulos avances producidos en tales compromisos.

Tras interesarnos de nuevo por el caso ante el Ayuntamiento de Marchena 
éste nos informó que el municipio no desarrollaba actividades deportivas 
propias, con excepción de los cursos de natación de verano, sino que dichas 

actividades se realizaban por clubes y asociaciones sin ánimo de lucro, siendo estas las que realizaban 
las inscripciones, desarrollo de los entrenamientos, competiciones, etc. y pagando estas asociaciones y 
clubes precio público por el uso de las instalaciones deportivas, conforme a la ordenanza fiscal reguladora.

Relataba el Ayuntamiento que facilitaron al padre la relación completa de actividades deportivas que se 
venían realizando en la localidad, así como los teléfonos de contacto de las asociaciones y clubes para 
que, una vez sopesada la actividad más adecuada a su hijo, pudiera ponerse en contacto con dichas 
asociaciones y clubes para conocer la viabilidad de que su hijo pudiera participar en dicha actividad y, en 
su caso, arbitrar la forma y manera de lograr su mejor inclusión.

En lo referente a los cursos de natación de verano, el Ayuntamiento de Marchena exigió en la licitación de 
dicho servicio a la empresa seleccionada que, en el caso de asistencia de niños con diversidad funcional, 
dispusiera de un monitor titulado para la atención a este grupo. Única y exclusivamente se les pidió a los 
padres o tutores de los mismos que durante el desarrollo del curso estuviesen presentes en la actividad, 
mientras el monitor realizaba ejercicios con los integrantes del grupo.

Recibimos 
quejas por las 
dificultades que 
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menores de edad 
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https://www.defensordelpuebloandaluz.es/atienden-a-padre-que-no-recibe-respuesta-para-incluir-a-su-hijo-en-programas-deportivos-de
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Tras estudiar la información aportada por el Ayuntamiento valoramos que su intervención había sido 
razonable y proporcionada, con una posición comprometida e inclusiva con las personas para el acceso a 
las actividades deportivas del municipio. Por todo ello, y respetando la lógica preocupación de la familia 
por la participación del menor en estas actividades, observamos en el Ayuntamiento una actitud proclive 
a facilitar su inclusión, quedando la cuestión en un ámbito más próximo a la oportunidad de desplegar 
una mayor colaboración y buen entendimiento entre la familia y los servicios municipales para solventar 
las dificultades que pudieran darse en el caso concreto de la participación del menor en la actividades 
acuáticas.

También en la queja 21/5204 se abordaron las peticiones planteadas por la familia de un menor, con 
síndrome de asperger, inscrito en las actividades de un campamento de verano.

A la vista de la información ofrecida por la familia y por la entidad que organizaba y gestionaba dicha 
actividad -y sin contar con otras fuentes de relato- no observamos que se produjera una situación de 
desatención o discriminatoria hacia el menor derivada de su condicionante. Según se desprendía de 
la documentación a la que pudimos acceder, otro menor de análogas características participó en la 
actividad; se produjo un acogimiento a lo largo de diez jornadas; se dispusieron medidas anticipadas con 
el grupo de convivencia; se requirió consejo a la familia ante las manifestaciones disruptivas; y el menor 
fue incluido hasta que los trabajos para su adaptación resultaron infructuosos.

Es por ello que aún comprendiendo la frustración de la familia por esa dificultad sobrevenida, ello no debía 
traducirse en un trato inadecuado hacia el menor, aunque sí probablemente mejorable en el proceso de 
inscripción. Y es que apuntamos la oportunidad de estudiar el proceso de solicitud e inscripción de los 
menores a fin de garantizar el acceso a toda la información imprescindible para adecuar anticipadamente 
la participación de cada niño o niña a las actividades del campamento y del personal a su cargo.

La entidad gestora del campamento de verano dispuso de la información ofrecida por la familia sobre 
su perfil asperger, si bien el relato específico de algunas singularidades comportamentales se hacían 
depender de comentarios verbales y susceptibles de interpretación diversa. Y así, lo que se presenta por 
la familia como una singularidad de fácil corrección, era percibido por los profesionales de la actividad 
como un comportamiento disruptivo y con alguna reacción violenta que desaconseja su continuidad en 
el campamento.

En  suma,  y  reconociendo  la  dificultad  para  elaborar  un  diagnóstico  certero  de  cada  solicitante  de 
inscripción, esta Defensoría aportó la idea de disponer de una información más detallada que permitiera 
evaluar las necesidades de atención o cuidado que deben anticiparse para la mejor programación del 
campamento. Dicha información no debía implicar en sí misma una certeza a la hora de definir pautas o 
respuestas en caso de necesidad; pero sin duda mejoraría la evaluación de la organización para atender 
con esa vocación personalizada las características más relevantes de los menores inscritos.

…

3.1.2.12 Derecho de los niños y niñas en relación con servicios de interés general y consumo

…

En relación con el suministro de gas debemos reseñar la queja 21/5004 en la que una mujer con dos 
menores a cargo, uno de ellos con discapacidad, nos contaba que había recibido una carta de su empresa 
suministradora de gas advirtiéndole de una posible baja en el suministro por impago de las facturas.

Tras analizar el caso planteado le explicamos a la promotora de la queja que existía una normativa -Real 
Decreto-ley 8/2021, de 4 de mayo- que establecía la prohibición de corte de suministros esenciales 
para los consumidores considerados vulnerables severos o en riesgo de exclusión, advirtiéndole que 
dicha prohibición afectaba tanto al suministro eléctrico como al de gas.

Le explicábamos en nuestro escrito que para acreditar su condición de consumidora vulnerable y, por 
tanto, evitar el corte de suministro, le bastaba con presentar a la empresa suministradora copia de la 
factura de electricidad en la que constase que era beneficiaria del bono social eléctrico.

https://www.boe.es/buscar/pdf/2021/BOE-A-2021-7351-consolidado.pdf
https://www.boe.es/buscar/pdf/2021/BOE-A-2021-7351-consolidado.pdf
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Le explicamos que, para que esta protección fuera efectiva debería dar traslado de su condición de 
beneficiaria del bono social a la empresa suministradora de gas, solicitándole que paralizasen el posible 
corte en el suministro, advirtiéndole que si no trasladaba esta información a la empresa de gas, podría 
exponerse a un corte, dado que la misma podría desconocer su condición de consumidora vulnerable.

…

En relación con los servicios financieros nos parece de interés reseñar la queja 21/3256 en la que 
un padre nos exponía la delicada situación en la que se encontraba, con una hija menor de edad y con 
discapacidad a su exclusivo cargo, que necesitaba atención y cuidados permanentes con costes elevados. 
Sus recursos económicos eran muy limitados.

Cinco años atrás había firmado con su entidad financiera un acuerdo de reestructuración para el pago de 
su deuda hipotecaria de acuerdo con el Código de Buenas Prácticas. Este acuerdo le había permitido 
afrontar su especial situación de vulnerabilidad y evitar la pérdida de su vivienda. Sin embargo, habiendo 
vencido la moratoria el banco le reclamaba volver a la situación anterior. Algo que estaba fuera de 
las posibilidades económicas del interesado, por lo que había solicitado que le volvieran a conceder la 
moratoria mientras mejoraban sus circunstancias, pero verbalmente ya le habían adelantado que no 
sería posible.

El interesado pedía nuestra intervención señalando que no podía hacer frente al pago de la cuota 
hipotecaria ordinaria, ni podía aceptar la dación en pago, pues no tenía recursos para pagar el alquiler 
social y temía verse desalojado de su vivienda.

Ante las circunstancias expuestas nos dirigimos a la entidad financiera pidiendo su colaboración para 
tratar de encontrar una solución al problema que se nos planteaba. Lamentablemente la respuesta de 
la entidad fue negativa, incidiendo en la legalidad de su actuación y en la imposibilidad de ofrecer una 
solución que se adaptase a la situación del interesado.

Dado que no tenemos potestad de supervisión sobre las entidades financieras hubimos de renunciar a 
realizar ulteriores actuaciones con la misma, debiendo informar al interesado de la respuesta obtenida, 
sugiriéndole que,  ante  la negativa de  la  entidad financiera a  concederle una nueva  reestructuración 
hipotecaria, valorase la posibilidad de solicitar las medidas complementarias y sustitutivas previstas 
en el Código de Buenas Prácticas (Real Decreto-ley 6/2012, de 9 de marzo), de medidas urgentes de 
protección de deudores hipotecarios sin recursos).

Le explicamos que si reunía los requisitos para optar por la dación en pago de la vivienda y así lo 
solicitaba, podría permanecer durante un plazo de dos años en la misma en concepto de arrendatario, 
satisfaciendo una renta anual del 3% del importe total de la deuda en el momento de la dación.

Para poder tomar esta decisión le recomendamos que acudiera a los Servicios Sociales Comunitarios ya 
que, conociendo sus circunstancias socio-económicas y familiares, podrían valorar qué tipo de ayudas y 
recursos públicos podrían activarse para poder paliar, en la medida de lo posible, su situación y orientarle 
sobre alternativas habitacionales existentes en caso de ejecutarse el lanzamiento de su vivienda (ayudas 
de emergencia, ayudas al alquiler, declaración de situación de vulnerabilidad para remisión al Juzgado, 
etc.). Asimismo, le indicamos que estos servicios podrían orientarle acerca de las distintas medidas de 
atención a la dependencia a las que optar para la asistencia de su hija.

…

3.1.2.13 Infancia y adolescencia ante la Administración de Justicia.

…

Por último, hacer mención a la queja 21/4905, tramitada a instancias de la madre de un joven que estaba 
retenido contra su voluntad en una instalación hotelera de Baleares, sin dejarle salir de la habitación, 
argumentado motivos de salud pública relacionados con la pandemia por COVID-19.

https://www.boe.es/buscar/pdf/2012/BOE-A-2012-3394-consolidado.pdf
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El  joven se encontraba de viaje de fin de curso  junto con otros compañeros y el problema encontró 
solución pasados unos días, regresando el grupo de jóvenes a sus respectivos domicilios, previa 
acreditación mediante test que no habían contraído la enfermedad.

No obstante, ante las posibles irregularidades cometidas por la Administración, y respecto de los daños 
y perjuicios sufridos, le asesoramos respecto de la posibilidad de ejercer acciones legales, ello además 
de tener expedita la vía de presentar una queja ante el Defensor del Pueblo de España.

3.1.2.14 Las personas menores de edad en el ámbito del empleo público.

3.1.2.14.3 Cobertura de las vacantes de PTIS

También merece reseñarse en este apartado la queja 21/2166, por las demoras en la tramitación de 
las sustituciones de los Profesionales Técnicos de Integración Social que afecta a la debida atención 
del alumnado con necesidades educativas especiales en los centros dependientes de la Consejería de 
Educación y Deporte.

Tras la solicitud de los correspondientes informes a la Dirección General del 
Profesorado y Gestión de Recursos Humanos de dicha Consejería, así como a 
la Dirección General de Recursos Humanos y Función Pública, en las repuestas 
recibidas se nos informó que por parte de la Administración de la Junta de 
Andalucía se había procedido a adoptar las medidas oportunas que permiten 
reducir considerablemente los plazos para la cobertura de este tipo de vacantes, 
que reconocían que eran excesivos. Ante dichas respuestas consideramos que 
el  asunto  objeto  de  la  actuación  de  oficio  se  encontraba  en  vía  de  solución, 
finalizando nuestras actuaciones.

No obstante, ante la urgente necesidad de una inmediata provisión de este 
tipo de puestos para que se puedan llevar a cabo las funciones asistenciales 

que precisan personas con necesidades especiales a las que se tienen que prestar dichos servicios 
asistenciales, como ya se hizo en el escrito que se le dirigió con motivo del cierre de la queja 20/8119, se 
vuelve a reiterar a las Administraciones afectadas la necesidad de priorizar la cobertura de las vacantes 
que se produzcan en este tipo de puestos que no admiten demora en su efectiva ocupación.

En cualquier caso, trasladamos a los organismos afectados que, si observáramos que las medidas 
adoptadas por la Administración de la Junta de Andalucía para corregir estas situaciones no dieran los 
resultados esperados y siguiera demorándose la cobertura de este tipo de puestos, se procedería a retomar 
nuestras actuaciones ante dichas Administraciones para procurar la inmediata cobertura de estos puestos 
que tienen asignadas funciones asistenciales para personas con necesidades especiales y que afectan al 
derecho constitucional a la educación que tienen reconocido.

3.2 CONSULTAS

3.2.2 Temática de las consultas

3.2.2.2 Derecho a la educación

…

Continuando con el ámbito de la educación pública, cabe destacar las consultas acerca de la insuficiencia 
de profesionales especializados en la atención a las necesidades educativas especiales. Como 
ejemplo,  la  interesada nos cuenta que su hija de cuatro años tiene trastorno específico del  lenguaje, 
está escolarizada en un centro público y necesita que acuda al comedor por razones de conciliación 
familiar. Desde el comedor le trasladan que no pueden garantizarle una atención adecuada al no contar 
con monitores/as de apoyo especializados/as, ni personal suficiente, siendo necesario este apoyo para 
facilitar la comunicación de la niña durante el periodo del almuerzo. Ha comunicado esta necesidad a la 
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https://www.defensordelpuebloandaluz.es/adoptan-medidas-para-reducir-los-plazos-para-la-cobertura-de-las-bajas-de-los-profesionales-tecnicos
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directora del centro en el curso pasado, pero siguen sin contar con dicho personal de apoyo. “No existe 
igualdad de derechos para los niños con discapacidad” (Consulta 21/10780).

En estos casos, cuando la ciudadanía ya se ha dirigido a la Delegación Territorial de Educación como 
organismo competente y no logra respuesta, o está disconforme con la misma, recomendamos que se 
nos envíe escrito de queja para estudiar nuestra posible intervención a través de la supervisión de las 
actuaciones.

…

3.2.2.4 Derecho a la protección

Son muchas las consultas que recibimos en la Oficina de Información y Atención a la Ciudadanía que nos 
alertan de la situación de vulnerabilidad y de riesgo en la que se encuentran muchas familias y 

los menores que con ellas conviven.

Esta situación que se venía repitiendo en los anteriores ejercicios se ha visto 
empeorada debido a la crisis sanitaria en la que estamos inmersos. Por ello, 
es una necesidad urgente garantizar el desarrollo pleno de los menores 
en unas condiciones óptimas. Para eso, se deben cubrir las necesidades 
básicas tanto de ellos como de su entorno familiar. Y todo ello de una 
manera urgente.

Las prestaciones sociales que vienen a satisfacer la situación de 
necesidad de muchas familias no se tramitan en el tiempo que 
establecen las normas que la regulan. Prestaciones como el Ingreso 
Mínimo Vital, la Renta Activa de Inserción de Andalucía, las ayudas al alquiler 
para personas en situación de vulnerabilidad; triplican o cuadruplican el 
plazo que las normas marcan para su tramitación:

a) La Renta Mínima de Inserción Social tiene que aprobarse en un plazo de dos meses desde su 
solicitud, sin embargo, la realidad nos demuestra que en la mayoría de los casos dichas prestaciones 
están tardando entre doce y 18 meses.

b) Las ayudas para el alquiler de vivienda habitual a personas en situación de especial vulnerabilidad, 
con ingresos limitados y a jóvenes en la Comunidad Autónoma de Andalucía que se aprobaron por 
orden de 31 de Octubre de 2018 y que establecía un plazo máximo de seis meses para su tramitación, 
a finales de 2021 todavía no se habían abonado en su totalidad en Sevilla, Málaga o Cádiz.

c) El Ingreso Mínimo Vital, que establece un plazo de seis meses para su resolución, también se ha 
visto retrasado en su tramitación y con muchísimas denegaciones tanto por la complejidad en su 
tramitación como por la dificultad de demostrar la situación de necesidad en determinados supuestos.

Mientras tanto los Servicios Sociales se encuentran colapsados para tramitar los subsidios y poder 
informar y atender a las personas que acuden, solicitando ayudas ante la falta de ingresos y la necesidad 
de abonar los gastos de luz, agua y alimentación para sus hijos. Los ciudadanos se quejan de que no 
reciben atención de los servicios sociales, que tienen que esperar colas, que solo atienden dos días a la 
semana, etc.

La realidad es que cuando nos ponemos en contacto con estos profesionales apreciamos todo el cariño 
y esfuerzo que dedican día a día a intentar resolver los graves problemas que se les plantean.

Por otro lado, el colapso de las Administraciones Públicas que no atienden a los ciudadanos, ni ofrecen 
cita para poder plantear los problemas. A pesar de la puesta en marcha de muchas herramientas 
informáticas, muchos teléfonos de las distintas administraciones comunican constantemente y los 
servicios de información y atención a la ciudadanía de manera presencial se encuentran colapsados y 
sin citas disponibles.

Recibimos 
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https://www.juntadeandalucia.es/organismos/igualdadpoliticassocialesyconciliacion/areas/inclusion/rmi.html
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2018/211/BOJA18-211-00014-17880-01_00145134.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2018/211/BOJA18-211-00014-17880-01_00145134.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2018/211/BOJA18-211-00014-17880-01_00145134.pdf
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-5493
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Las consultas que nos traslada la ciudadanía que comprometen el bienestar de la infancia son múltiples, 
teniendo en cuenta que las situaciones de riesgo de exclusión por las que atraviesan las familias: falta 

de empleo, escasos recursos, conflictividad, etc., repercuten transversalmente 
en la vulneración de derechos de la infancia y la adolescencia, lo que hace 
urgente garantizar la cobertura de las necesidades sociales básicas de las 
familias, para garantizar el desarrollo integral de las personas menores que 
se encuentran ellas.

Es relevante destacar las numerosas llamadas dirigidas a notificar 
posibles situaciones de riesgo de menores. La ciudadanía se hace 
responsable de notificarlas y recurre a nuestra Institución para ser 
asesorada.

En una llamada telefónica nos denunciaban que “en el piso de arriba vive 
una familia con un menor de 2 años aproximadamente, que llora de forma 
desgarradora”. No puede confirmar que exista violencia y quiere saber como 
intervenir”. En otra consulta la llamada era para informarse sobre cómo 
denunciar una situación de riesgo de menores: “existe una familia con 
conductas violentas e insalubres que afectan a menores: consumo de drogas, 
conflictividad, etc”.

Sobre esta cuestión recordamos también las competencias que la reciente Ley 4/2021, de 27 de julio, 
de la Infancia y adolescencia de Andalucía atribuye a esta Defensoría, que se concreta recibir y tramitar 
denuncias sobre posibles situaciones de riesgo de los derechos de las personas menores de edad, 
trasladando estas situaciones a las correspondientes administraciones públicas de Andalucía para que 
adopten medidas destinadas a su protección (artículo 25.1.b).

En este tipo de consultas recogemos los datos que nos trasladan las personas 
y exploramos la existencia de contactos con las autoridades locales o 
autonómicas con competencia en esta materia, en caso contrario trasladamos 
la  información  para  notificar  el  posible  riesgo,  también  facilitamos  a  las 
familias el teléfono de notificación de riesgo en la infancia, orientamos sobre 
cómo  actuar  a  la  persona  que  notifica  la  situación  y  explicamos  nuestra 
posibilidad de supervisar dicha actuación.

Las familias también se dirigen a nuestra Institución para pedir ayuda 
ante la dificultad de control de las actitudes violentas o conflictivas 
por parte de sus hijos e hijas, principalmente adolescentes, como en una 
consulta en la que la interesada realiza llamada para pedir ayuda porque, 
según indica, su hija de 12 años es muy conflictiva, tiene actitudes violentas en 
el ámbito familiar, escolar y en el entorno en general y tiene miedo de que llegue 
a cometer un delito.

El uso de las tecnologías y el acoso a través de redes son también motivos de consultas y 
denuncias que nos llegan a la Oficina. Problemas de ludopatía de sus hijos, uso desproporcionado 
de los móviles y petición de orientación por los conflictos que tienen con ellos y ellas por el uso de los 
ordenadores o móviles son aspectos que también hemos tratado en nuestras respuestas a consultas.

…

4 RELACIONES INSTITUCIONALES

4.1 Colaboración con los agentes sociales

…

Las 
prestaciones 
sociales que 
vienen a 
satisfacer la 
situación de 
necesidad de 
muchas familias 
no se tramitan 
en el tiempo que 
establecen las 
normas que la 
regulan

Recibimos 
llamadas 
dirigidas a 
notificar posibles 
situaciones 
de riesgo de 
menores de 
edad que la 
ciudadanía se 
hace responsable 
de notificarlas
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